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Introducción
Con la inserción del proceso ejecutivo en las Salas de lo Económico de los Tribunales Populares se pretendió implementar un proceso que contribuyese a dirimir los conflictos relativos a impagos de modo ágil, reduciéndose así la gran cadena de débitos inter-empresariales existentes en nuestro país, además de propiciarse la erradicación de la perjudicial indisciplina financiera aún presente. Sin embargo, la eficacia de la implementación y aplicabilidad de este proceso se impacta casi a diario con situaciones objetivas relacionadas, algunas veces, con la deficiente economía nacional, y otras, con la imposibilidad fáctica y coactiva de acción  del órgano jurisdiccional, sin desdeñarse, no obstante, la concurrencia de ciertos elementos subjetivos. Situaciones todas motivadoras del tema que nos ocupa.

En el presente trabajo, como tema de disertación, titulado: “El proceso ejecutivo ante la jurisdicción económica, resultaron propuestos los objetivos que se relacionan:

· Como antecedentes se exponen algunas notas desde la posición teórico-doctrinal cubana sobre el juicio ejecutivo abordando consideraciones doctrinales sobre el proceso en el Derecho Comparado.

· Establecer las razones que motivaron “su separación” de la jurisdicción civil y siguiente inserción en las Salas de lo Económico.

· Evaluar la aplicabilidad  de la legislación adjetiva civil en el proceso ejecutivo por la Sala de lo Económico del Tribunal Provincial Popular de Camagüey a partir de las experiencias adquiridas tras su implementación., en consonancia con la Instrucción 183 del Consejo de Gobierno del Tribunal Supremo Popular.
El contenido se encuentra estructurado en dos capítulos, dedicándose el primero al análisis teórico doctrinal del conocido juicio ejecutivo, tomándose como referencia fundamental la doctrina y la jurisprudencia española dada la afinidad y continuidad normativa que el ordenamiento jurídico cubano posee con relación a la misma, singularmente y de modo relevante con la materia civil.

El capítulo segundo recoge reflexiones concretas teórico prácticas de la normativa jurídica reguladora del proceso ejecutivo en materia económica, esbozándose algunos criterios propios de la autora con los que, obviamente, se puede o no coincidir, además de recogerse impresiones desde la perspectiva de la experiencia adquirida y su práctica judicial de la Sala de lo Económico del Tribunal Provincial Popular de Camagüey., con énfasis en la nueva normativa que es la Instrucción 183 del Consejo de Gobierno del Tribunal Supremo Popular.
Motivado por lo expuesto a priori nuestro trabajo ha tomado como sustento teórico metodológico el Diseño que sigue:

Metodología del diseño: Experimental.

Problema:

Continúa siendo adecuada la legislación jurídica civil adjetiva para resolver los procesos ejecutivos que se suscitan en la Sala de lo Económico de los Tribunales Populares.

Idea científica:

La legislación jurídica civil adjetiva precisa de modificaciones o adecuaciones en aras de atemperarla a las actuales circunstancias en que se desenvuelve el proceso ejecutivo ante las Salas de lo Económico de los Tribunales Populares.

El proceso ejecutivo comenzó a aplicarse por primera vez en las Salas de lo Civil del territorio nacional, pero la cotidianidad y la actuales circunstancias económicas que comenzaron a azotar a nuestra economía, hicieron necesario la inserción  del proceso ejecutivo en las Salas de lo Económico del país, pues en la mayoría de los casos la cadena de impagos que se venía avizorando afectaba a  la economía de las empresas estatales y en ínfimos casos la  economía de particulares, por lo que nuestro máximo órgano de justicia  decidió  poner en vigor en el 2001,  el Decreto-Ley No. 223 y ampliar la competencia de estas salas de justicia, pues consideró que se atemperaba este tipo de litigio al objeto social de las mismas.

Esta inserción pretendió que este tipo de litigio estuviera caracterizado por la agilidad y la celeridad en su tramitación, sin embargo se mantuvieron inmutables y sin cambios sustanciales los fundamentos de derecho que recoge nuestra actual Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, haciéndose necesario pronunciamientos al respecto de nuestro órgano constituyente y legislativo, pues lo cierto es que el proceso ha cumplido su objetivo en cuanto a la agilidad y celeridad, pero ha traído como consecuencia, que los materiales a utilizar para acometer el trabajo resultan insuficientes. 

Métodos:

· Histórico-lógico.

· Observación científica.

· Análisis del contenido.

· Análisis documental.

Técnica:
· Encuesta.

DESARROLLO

CAPÍTULO I: 
Generalidades del proceso ejecutivo. Notas sobre Derecho Comparado
1.1 Generalidades del proceso ejecutivo.

Desde su comienzo, el nombrado juicio sumario ejecutivo fue siempre sinónimo de la vía ejecutiva, es decir, de proceso de ejecución. Dicho origen lo ubicamos, según el derecho histórico comparado, en la Italia comunal de la segunda mitad del siglo XIII. Debido a que el proceso ordinario vigente en la época (también denominado proceso común, mixto o italo-canónico) era de tramitación lenta y complicada, se produjeron una serie de tentativas de reformas conducentes a obtener una mayor rapidez en el procedimiento.

El derecho romano aportaba un proceso formalista, complicado, costoso y sobre todo condicionado por la preponderante tendencia garantista del demandado, especialmente preocupado en dotarle de las máximas defensas, este proceso a pesar de su perfección técnica, los nuevos tiempos lo habían convertido en insuficiente. En el otro extremo, aparecía el derecho germánico, ofreciendo la primitiva ejecución mediante el ejercicio a iniciativa propia de la fuerza privada (generalmente eficaz a corto plazo). Derivado del enfrentamiento de estas concepciones se crea el llamado procedimiento ejecutivo.

Debemos señalar que en el ámbito del Derecho Estatutario de las ciudades italianas, comenzaron a abrirse camino una serie de procedimientos especiales que para alcanzar aquel objetivo tenían como característica común la reducción del conocimiento del juez, la cognitio summaria. Dicha sumariedad tenía como fin proporcionar al acreedor, sin excesivas dilaciones, la satisfacción de si derecho de crédito o al menos la garantía de la realización del mismo. Los mencionados procedimientos especiales han recibido el nombre de “sumarios determinados”, comprendiéndose en esta categoría el llamado juicio sumario ejecutivo.

Lo que se quería lograr mediante el juicio era toda obligación, cuya existencia constase de una forma clara y contundente, obtuviera inmediato cumplimiento sin tener que pasar antes, por el largo y costoso proceso ordinario.

El sistema consistía en otorgar fuerza ejecutiva a documentos distintos de la sentencia de condena; es decir, se construía un espectro más amplio de títulos que autorizaban a proceder ejecutivamente como si de una sentencia se tratara (orden incondicional de pago dictada por el juez).

En el proceso ejecutivo estaban presentes elementos de carácter ejecutivo conjuntamente con elementos de naturaleza declarativa. Este proceso no descartaba la oposición del deudor, aunque no toleraba más que la alegación de excepciones de fácil prueba. Por tanto, la finalidad de la cognición sumaria no era declarar la existencia y exigibilidad del crédito, sino únicamente decidir si debía procederse o no a la ejecución. En consecuencia, las decisiones tomadas en el proceso ejecutivo sobre las excepciones en él examinadas no obligaba al juez del proceso ordinario.

Sin embargo, no debe abordarse al proceso ejecutivo al margen de la dilucidación de dos conceptos diversos, más estrechamente correlacionados; a saber: acción ejecutiva y título ejecutivo.

1.1.1 La acción ejecutiva.

Una conceptualización un tanto simplista nos ofrece Prieto Castro
 al definir la acción ejecutiva, in genere, como potestad recibida del Estado por los particulares, de promover la actividad jurisdiccional para la actuación de la ley (derecho objetivo), mediante el cumplimiento del mandato judicial por una sentencia firme (actio judicati); en tanto la realidad jurídica advera una noción mucho más amplia de este concepto. De otro lado, la acción ejecutiva, como todas las demás, es autónoma, y no se identifica con el derecho material ejercitado; mas Dos Reis
 ha demostrado de modo reiterado que el título puede existir sin que exista derecho de crédito, lo que se manifiesta en todos los supuestos de discordancia entre el mismo y su contenido real    - (pudiendo tener simulación, vicios del consentimiento, falsedad, etc). -; y aún en los casos en que la ejecución se promueva sobre la base de una sentencia – lo que imposibilita meridianamente esta disparidad -, falla la aparente fuerza de convicción del argumento, puesto que no poca normativa jurídica de derecho comparado admite la ejecución provisional de las resoluciones, y aún resulta admisible la hipótesis, no por extraordinaria menos aleccionadora, de que se ataquen a través de la revisión, sentencias provocadoras de cosa juzgada material. De ahí que autores como Liebman
 hayan analizado al título ejecutivo y la pretensión que en él tiene su sustento, como un negocio abstracto, que, aún en la hipótesis de la discordancia referida (es decir de que aún y cuando exista una sentencia el titulo pudo estar viciado), sacrifica, en aras de una resolución rápida (ejecutiva), la que en definitiva pudiera estimarse pretensión injusta; y aunque la técnica jurídica haya de preocuparse por la implementación de medios para reparar, a posteriori, (recursos de casación o el proceso de revisión), los males que eventualmente puedan derivar de la preconstitución de un título, irregular en el sentido expuesto, lo cierto es que la posibilidad de que así ocurra nada dice en contra de la configuración de la pretensión ejecutiva como un derecho autónomo que se ejercita de modo conciente en los procesos cautelares o de pura cognición.

Lo ya expuesto no es óbice para que el proceso de ejecución no tenga relación ni puntos coincidentes con el derecho material violado. En este sentido asevera el propio Dos Reis
 que en sus puntos extremos, derecho y ejecución, relación jurídica sustancial y relación jurídico procesal se tocan; y este contacto no es meramente material, sino causal. La relación jurídica sustantiva ejerce decisiva influencia sobre la existencia misma de la relación ejecutiva, en tanto demostrándose inequívocamente que el derecho del ejecutante no existió nunca o no existe ya, la ejecución no puede continuar desenvolviéndose.

La acción ejecutiva, según se expuso, es un derecho autónomo – lo que lo identifica y acerca a otros derechos sustantivos materiales -, toda vez que resulta, no obstante ello, una acción cualificada y diferenciada de las demás motivado por la misión concreta y los fines específicos que la misma está llamada a cumplir.

Mereciendo un comentario referido que en la práctica judicial, en la Sala de la especialidad de Camagüey, algunos abogados han intentado reparar o hacer ver el vicio del titulo de crédito, poniendo un proceso de revisión, ya que el procedimiento de nuestro país no admite la casación y se aclara en la normativa vigente hasta este minuto que, no es cosa juzgada, lo que se ha reiterado en los autos resolutorios de la Sala de lo Económico del Tribunal Supremo Popular, al declarar no haber lugar admitir y en su mayoría indican el proceso ordinario (de conocimiento), a los efectos de reparar o hacer valer un derecho, ya que este es el proceso de conocimiento que le atañe a tal pretensiones  en nuestro ordenamiento jurídico actual.
1.1. 2 El título ejecutivo dentro del proceso.
La doctrina ha sido prolífera en lo que a nociones y consideraciones en torno al título ejecutivo se refiere.

Inicialmente debe destacarse la corriente que identifica acción material y procesal, y, aún más, acción y pretensión, esgrimiéndose que la fuerza del título ejecutivo deriva de su vinculación con el derecho material sólidamente establecido en él. Así, carecen de relevancia o trascendencia jurídica los matices de esta posición, toda vez que si para algunos, como Bellavitis
 el título ejecutivo cumple una función de fijación jurídica, que permite eliminar la sentencia previa, es decir, un acto  futuro, - ya que produce, por su sola virtud, efectos jurídicos materiales -, para otros, entre los que se incluye el procesalista Carnelutti
, y por derivación de su tesis sobre la prueba, de modo concreto la que mantiene a propósito de la prueba legal, ese título preconstituido cubre el riesgo que podía implicar proceder a la ejecución sin fundamento, excusándose así la innecesaria dilación del proceso de cognición previo, en tanto el derecho existe en realidad.

Debe reseñarse que el mayor inconveniente que posee esta posición estriba en el hecho de que por ella no pueden explicarse los supuestos de la llamada en la doctrina ejecución injusta, patentizados por la demostración de que el derecho material, que el título da por cierto y subsistente, o no existió nunca, o, existiendo inicialmente, quedó extinguido.

Por ello, y en evitación de los prealudidos obstáculos, otro sector de la doctrina busca la razón de ser del título ejecutivo fuera del campo del derecho material; de tal suerte Godsmichdt
 lo corporifica como una orden de servicio, que conserva su fuerza con independencia de la existencia o subsistencia del crédito; mientras Liebman
 lo analiza a modo de un negocio abstracto, entendiendo que en la medida que en éste el título se hace independiente de la relación jurídica material en que tuvo su origen (negocio causal), del propio modo, en la ejecución, la ley aísla la sanción característica del título ejecutivo de su causa determinante, siendo, en este caso, el derecho del acreedor.

Modernamente, - y es la posición a la que se afilia Dos Reis
 -, se configura el título como base suficiente y eficiente de una pretensión procesal, según necesidades de una ley, que en aras de la satisfacción de las exigencias del tráfico jurídico, autoriza la abrogación de la fase cognoscitiva, con autonomía del derecho material, permitiéndose, no obstante, atender a su defensa con otros medios que dejan a salvo la legitimidad y regularidad del proceso, aún en los conocidos supuestos de ejecución injusta. Así, aunque el título, en algunos casos, no sea portador de un mandato – idea poco conciliable con la naturaleza jurídica de muchos -, sí será expresión de la voluntad de ley, que al serlo se impone con fuerza vinculante al acreedor, al deudor y al órgano jurisdiccional; y cuando, con independencia del proceso de ejecución, se autoriza la discusión sobre la relación jurídica material, la legitimidad de aquel queda a salvo, precisamente porque la acción – derecho material -, y la pretensión – derecho procesal -, son autónomas. Por ello, el propio Dos Reis asevera que cuando se trata de cosa juzgada, el derecho procesal predomina sobre el material; en cambio, la demostración de que el título fue ilegítimo, equivale al triunfo del derecho material sobre el procesal.

Evolución histórica del proceso ejecutivo.

En nuestro sistema se introdujo el proceso ejecutivo en virtud de la Instrucción 160  del CG del TSP, aseverándose su implementación  en el Decreto- Ley 223, algo importe resultando reseñando sucintamente la evolución del título ejecutivo considerándose sus fases culminantes, se aduce que en la romana no parece que la concepción del ordo judiciorum privatorum favoreciese el ejercicio de un poder público, que es la idea fundamental a que la ejecución responde; y aunque en el periodo de la extraordinaria cognitio la actuación del juez, que era ya un funcionario del Estado, permitiese construir la actio judicati – entiéndase, lógicamente a la derivada de la sentencia – como un verdadero poder de ejecución, más parece que en semejante caso, se producía un fenómeno de transformación de la obligación primitiva en una obligación nueva, que, sin embargo, no hacía imposible la hipótesis de que el obligado pudiera defenderse antes de que por la fuerza de la sentencia hubiera de procederse contra sus bienes. 

Nótese que la actio judicati no siempre se producía por obra de un proceso cuyas fases se hubiesen desenvuelto íntegramente; porque mientras permanecieron separadas la denominada in jure y la in iudicio era posible eliminar esta última por obra de la confessio, que  equivalía al reconocimiento de la demanda, ya que el demandado asentía a las pretensiones del actor. Al perecer de Liebman
 el verdadero proceso no tenía comienzo, porque el demandado se condenaba a sí mismo y podía procederse, desde luego, en vía ejecutiva – confessus pro iudicato est, qui quodanmodo sua sententia damnatur
. En este último caso, la actio judicati se concebía como una acción in factum, que, según el parecer de Sohm
, eliminaba todas las posibilidades de discusión ulterior; pero esto, que era cierto en el caso de la confessio certae pecuniae, ocurría de diverso modo si versaba sobre certa res, sobre un incertum o sobre un factum, porque entonces, si por obra de la confesión quedaba eliminada la intentio, que hacía en ese punto innecesaria la pronuntiatio, se requería una liquidación ulterior, mediante el ejercicio de una acción pretoria ex confessione.

La posición del Derecho germánico en este sentido contrasta grandemente con la que adoptó la legislación romana. La ejecución se concibe por aquel como un acto de vindicación que el acreedor puede realizar por sí, aunque no excluye la posibilidad de un juicio de conocimiento ulterior; y si, más tarde, se condicionan a una autorización del juez las facultades ejecutivas, a esta conclusión no se llega por razones de índole jurídica, sino por motivos preferentemente políticos, que aconsejan al poder público recabar para sí el poder de ejecución, rescatándolo de manos del deudor que lo detentaba.

Contrapuesta a ambos criterios y en un deseo de conciliarlos surgió la construcción del título ejecutivo, característica del Derecho común; la concepción romana se preocupaba fundamentalmente de la defensa del deudor, y era, por eso, poco propicia a eliminar la fase de cognición; la germánica, por el contrario, afirmaba la virtualidad del poder ejecutivo, y, reservaba la eventual oposición del deudor para un momento posterior. Producto de tales situaciones emergieron dos procedimientos paralelos, esto es: uno sumario, que hacía innecesaria o, por lo menos, disminuía en no pequeña medida la fase de cognición; otro, ordinario, movido por la actio judicati. En el primero, la actividad jurisdiccional se impulsaba inicialmente por obra del título, que por esencia llevaba aparejada la ejecución – la sentencia -, conforme al principio sententia habet paratam executionem; pero después se atribuyó ese mismo valor al documento en que constaba la confesión.

El Derecho común admitía que si el demandado reconocía, apud judicem, el derecho del actor, no solo podía prescindirse de la fase de cognición – lo que constituía una consecuencia del reconocimiento de la demanda -, sino que era innecesario pronunciar sentencia, que se sustituía por un simple mandamiento de pago (praeceptum de solvendo); y aun se llegó a admitir que, sin necesidad de juicio propiamente dicho y solo mediante una invocación al officium judicis, en un verdadero acto de jurisdicción voluntaria, podía obtenerse el mandato de pago, con idéntica eficacia que la otorgada a la actio judicati, imposible de construir sin la base de una sentencia.

Quedan en todo el Derecho europeo rastros de esta evolución; y así es Italia, cuna del Derecho común, la que lleva a Inglaterra la institución de las recognizaces, equivalentes, primero, a confesiones en juicios, y después a reconocimientos de obligaciones hechas ante el juez – pro efficacia et solemnitate -, con posibilidad de que pudiera ser ejecutada. Del propio modo, parece, según el testimonio de Schöeder
, que el Tribunal del Rey, entre los merovingios, tenía la facultad de autorizar documentos judiciales, que si perseguían el designio de otorgar eficacia a los contratos por falta de una organización notarial, cumplieron más tarde una misión autenticadora de las obligaciones a ellos contenidas, que les otorgaba un valor similar al de la sentencia; y en el Derecho portugués, Dos Reis señala que, por obra del esfuerzo exegético de los praxistas, se conocieron dos modos de ejecución de las sentencias autorizadas por las Ordenanzas: por oficio del Juez y por virtud de la actio judicati.

Se iniciaba así el camino conducente a una acción ejecutiva que no emanaba de la sentencia, ni por ello era precedida de un proceso; y como, paralelamente, había adquirido relieve la función notarial, comenzó por admitirse que ante los notarios pudiese prestarse la confesión, si bien reservando al juez la facultad de dictar el praeceptum solvendo; más tarde, y si se quiere por hecho de haberse atribuido a los fedatarios jurisdicción voluntaria – de ahí la denominación de judex tabularius o judex chartularius -, fue posible que mediante la inserción de una cláusula especial – la cláusula de garantía, de que tomó su nombre el instrumentum guarentigium -, tuviese éste igual valor y produjese idénticos efectos que los que antaño se atribuyeron a la confessio in jure; y, en definitiva, con el correr de los años, la cláusula supradicha se transformó en una cláusula de estilo, y el valor del documento notarial, a los efectos de la ejecución, quedó equiparado al de la sentencia.

Estaba entonces a punto de consumarse el proceso evolutivo del título para afluir a la concepción que de él tenemos en los tiempos presentes; del reconocimiento del valor atribuido al emanado del notario se pasó al del documento privado autógrafo, previo su reconocimiento, y al de la confesión prestada ante un juez – condenatio per confessionem -; y en una última fase, la fuerza legitimadora del documento no nació ya de la condición de la persona de quien emanaba – ya sea notario o cualquier funcionario público genéricamente entendido -, sino del título mismo, en que, por imperativo de la nota de literalidad, con mayor o menor abstracción del elemento causal, se admitió, por exigencias del tráfico jurídico, la posibilidad de que se llevase, sin cognición previa, a la vía ejecutiva, tal es el caso, propiamente dicho, de los títulos valores.

1.2  Notas del procedimiento del juicio ejecutivo a la luz de la doctrina y la jurisprudencia española
.

Tanto más cuanto que la doctrina española está dividida al tratar de la naturaleza del juicio ejecutivo; para unos, se trata de un proceso sumario de declaración, para otros, de un proceso de ejecución, en el curso del cual cabe un incidente declarativo de oposición. Claro está que el tema no es baladí, y que son muchas las consecuencias prácticas de la adopción de una u otra tesis.

Por lo mismo, antes de adelantar conclusiones es fuerza examinar los datos históricos, legales y jurisprudenciales, sentando criterios que permitan clarificar una jurisprudencia del último medio siglo que se nos presenta como confusa y a veces contradictoria. 

El profesor Prieto Castro, en el volumen segundo de su conocido Manual, que puede consultarse en cualquiera de sus numerosas ediciones, expuso magistralmente los antecedentes históricos del juicio ejecutivo, que si bien tiene su origen remoto en los documentos con cláusula guarentigia que surgen en Italia a fines de la Edad Media, ganó carta de naturaleza en España desde hace siglos; el profesor Fairen
 halló el antecedente más remoto en el ordenamiento sevillano de 1360, concedido a la ciudad por Pedro I.

¿Cuál es la razón por la que el juicio ejecutivo arraiga de tal modo que se convierte en una pieza constante de los diversos ordenamientos procesales españoles? Se halla, como tantas veces, en las necesidades del tráfico mercantil. El incumplimiento de una obligación por parte de un comerciante es particularmente grave, ya que puede forzar a incumplimientos del acreedor que contaba con el pago de la deuda para hacer frente a sus propias obligaciones. Fenómeno éste propio de todos los tiempos, y que hoy vemos en toda su dramática vigencia al comprobar como una suspensión de pagos provoca otras suspensiones en cadena, por lo que se ha llamado el "efecto dominó".

No puede esperarse a que el acreedor acuda al tribunal a obtener una sentencia declarativa de su derecho, que abra paso a una ejecución forzosa; y por ello se refuerza el valor de unos documentos con una cláusula de garantía - o cláusula guarentigia - que permitirá al titular del crédito acudir directamente a la ejecución sin necesidad de un previo juicio declarativo. Tales documentos, como por otra parte las letras de cambio, tienen executionem paratam, esto es que, como se indica en la Ley Procesal vigente, traen aparejada ejecución.

Y hasta tal punto se equiparan los títulos o documentos guarentigios con la sentencia    - como título ejecutivo paradigmático -, que al estudiar o regular el juicio ejecutivo se colocaba la ejecutoria, sentencia basada en autoridad de cosa juzgada, como el primero de los títulos que abrían la vía del juicio, junto con aquellos documentos y la confesión. Así puede verse, por ejemplo, en Hevia Boläos, en su Curia Philipica
. La Ley de Enjuiciamiento sobre Negocios y Causas de Comercio, de 1830, enumera en su artículo 306 los títulos que traen aparejada ejecución, en forma análoga al artículo 1.429 de la ley vigente, pero anteponiendo a todos ellos la sentencia judicial ejecutoriada.

Se comprende entonces que las normas relativas al embargo de bienes y al procedimiento de apremio se contengan en el título correspondiente al juicio ejecutivo, ya que se trataba del procedimiento de ejecución de sentencias y demás títulos con sanción pecuniaria.

Claro está que debía existir una diferencia según que se tratara de una ejecución con base en una sentencia o en otro título extrajurisdiccional, ya que en el primer caso no cabía ulterior discusión sobre si la acción ejecutiva había sido debidamente utilizada, pues que el derecho había sido declarado por sentencia basada en autoridad de cosa juzgada. En los demás, el ejecutado, si se estimaba ilícitamente agredido, podía acudir al juicio declarativo para solicitar tutela jurisdiccional por el solemnis ordo iudiciarum.

Esto no empece a que, como en todos los supuestos de ejecución o medidas coactivas adoptadas inaudita parte debitoris, se conceda al ejecutado la posibilidad de oponerse a la ejecución, dentro mismo del juicio ejecutivo, y una vez iniciado éste. El incidente declarativo que entraña toda oposición, en que el ejecutado aparece como actor y como demandado el ejecutante, con clara inversión de la posición de las partes, se considera por la doctrina española que dará pie en el presente siglo, y casi en el último medio siglo, a que el juicio ejecutivo - del que se ha excluido como título la sentencia - pase a ser calificado como un juicio declarativo sumario, destinado a crear un título de ejecución que sería la llamada sentencia de remate. 

En la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855 se llegó a una regulación legal, que se repetiría años más tarde en la hoy vigente; en ambas se separa del juicio ejecutivo la ejecución de las sentencias, y se crea un sistema homogéneo y coherente con los principios del ordenamiento procesal civil. Veámoslo, advirtiendo que hemos de referirnos ahora a los preceptos de la ley vigente sin tener en cuenta las reformas ulteriores, que no alteran a nuestro juicio las líneas esenciales del esquema legal inicial.

El artículo 1.429 regula los títulos que traen aparejada ejecución; el acreedor, conforme previene el artículo 1.432, puede preparar la ejecución pidiendo la confesión del deudor; el juez, inaudita parte debitoris, debe despachar la ejecución si el título acompañado a la demanda ejecutiva reúne los requisitos de regularidad formal previstos en el artículo 1.467, núms. 1º y 2º, o denegarlo en caso contrario, por imperativo del artículo 1.440, y si el ejecutante, en tal caso, usa de los recursos de reposición y apelación, se sustancian ambos sin intervención del demandado, ex artículo 1.441.

Despachada la ejecución, conforme a lo dispuesto en el artículo 1.442, se entregará el mandamiento al Agente Judicial para que proceda a requerir de pago al deudor, y si éste no atiende el mandatum de solvendo, se procede al embargo de sus bienes (artículos 1.442 y ss.). Seguidamente se procede a citar de remate al ejecutado, para que en un breve plazo decida si comparece o no a oponerse a la ejecución, con la particularidad de que, de no comparecer, se le declara en rebeldía y no existe entonces incidente alguno declarativo, ya que el juez debe llamar los autos a la vista y dictar sentencia de remate. El juicio continúa, precisamente, porque en la sentencia se manda que siga adelante la ejecución (artículos 1.459 y ss.).

Luego de tal sentencia de remate se entra ya en el procedimiento de apremio que se regula a partir del artículo 1.481.

El legislador tiende a considerar las diversas fases del procedimiento como una unidad procedimental, como lo acredita por ejemplo que, a efectos de acumulación de autos, ex artículo 167, el juicio ejecutivo no se entienda terminado mientras no quede pagado el ejecutante o se declare la insolvencia del ejecutado (en igual sentido, artículo 1.480, párrafo 3º).

De igual modo, cuando el juez acuerda la acumulación de ejecuciones pendiente contra el concursado o el quebrado a los juicios universales pendientes, no ha de distinguir      - por obligarle a ello el artículo 1.173, 3º - entre juicios ejecutivos que se hallen en la fase de procedimiento ejecutivo de los que se encuentren ya en fase de procedimiento de apremio; unos y otros quedan englobados en los términos ejecuciones pendientes contra el ejecutado. 

Consideremos ahora la oposición, que al ser formalizada en un plazo brevísimo, cuatro días, abre el incidente contradictorio. En dicho breve plazo debe el ejecutado alegar las causas de nulidad que previene el artículo 1.467 y las excepciones a que se refieren los artículos 1.464 y 1.466, y proponer en el mismo escrito la prueba que se estime pertinente. El actor ejecutante, demandado en el incidente, tiene también cuatro días para contestar y proponer pruebas; y el plazo para practicarlas es de únicamente diez días, improrrogables con las excepciones que marca el artículo 1.470.

Las causas de oposición son pues tasadas, y es importante advertir que el último párrafo del artículo 1.464, luego de enumerar las excepciones admisibles al deudor, añade que: 

"cualquier otra excepción que competa al deudor se reservará para el juicio ordinario, y no podrá impedir el pronunciamiento de la sentencia de remate". 

La sentencia que se dicte, luego de una vista eventual, puede ser: de remate, disponiendo que siga adelante la ejecución y fijando la cantidad que ha de ser pagada al acreedor; declaratoria de que no ha lugar a pronunciar sentencia de remate, o de nulidad de todo el juicio o de parte de él (artículo 1.475).

La sentencia recaída es apelable en ambos efectos (artículo 1.476), con posibilidad de ejecución provisional de la sentencia de remate. Antes de la reforma de 1984, que modificó drásticamente el recurso de casación, contra la sentencia dictada en apelación cabía recurso de casación por quebrantamiento de forma, pero no por infracción de ley y doctrina legal.

Y en perfecta coherencia con tal apertura limitada de la casación, se dejaba expedita la posibilidad de que las partes disconformes con el fallo de apelación pudieran promover el juicio ordinario sobre la misma cuestión. El precepto del artículo 1.479 era y sigue siendo clave: 

"las sentencias dictadas en los juicios ejecutivos no producirán la excepción de cosa juzgada, quedando a salvo su derecho a las partes para promover el ordinario sobre la misma cuestión". 

Al ser posible un ordinario ulterior se excluía el recurso de casación por infracción de ley, como se decía expressis verbis en el antiguo artículo 1.694, 3º, que dejaba fuera de tal modalidad de recurso casacional a las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos, en los posesorios, y en los demás en que: 

"después de terminados, pueda promoverse otro juicio sobre el mismo objeto". 

La fórmula legal se repite literalmente en el artículo 789, al negar a los litigantes condenados en rebeldía en el juicio ejecutivo el recurso de audiencia al rebelde.

Y para completar el cuadro normativo hay que recordar que el artículo 1.256 de la ley vigente, al tratar de la eficacia de la sentencia de remate en un juicio concursal, preceptúa que: 

"No podrán someterse a discusión los créditos respecto de los cuales hubiere recaído sentencia firme de remate en los juicios ejecutivos acumulados al concurso.

Estos créditos se tendrán por reconocidos, aunque sin variar de naturaleza para el efecto de su graduación, y sin perjuicio del derecho de los Síndicos para impugnarlos en el juicio declarativo que corresponda según su cuantía."

De otro lado, refirámonos ahora cómo interpretaba los preceptos de la Ley Procesal la jurisprudencia del Tribunal Supremo Español más o menos inmediata o próxima a la promulgación de aquélla.

La Sala Primera del Tribunal Supremo Español, en sus sentencias de 6 de marzo y 14 de diciembre de 1891, 9 de julio de 1982, 20 de enero de 1897 y 3 de abril de 1903, entre otras, analizó la eficacia de la sentencia de remate al tenor del artículo 1.479 y concordantes; y se pronunció en el sentido de que si una de las partes estimaba que en la sustanciación del juicio ejecutivo y su oposición se habían vulnerado normas de índole procesal, que afectaran a la forma del título o a la validez de las actuaciones, debía denunciar la infracción en el propio juicio o mediante el recurso de casación por quebrantamiento de forma. En cambio, si se quería discutir sobre la certeza del crédito que sirvió de base a una ejecución, y por tanto si era realmente debido, quedaba a las partes abierta la vía del juicio declarativo ordinario.

La misma doctrina se mantiene en la sentencia de 15 de octubre de 1907, en cuyo primer considerando se dice: 

"Atendido el sentido y alcance del artículo 1.479, interpretado por las decisiones de la jurisprudencia, en el juicio ordinario que se reserva a las partes después del ejecutivo, limitase su derecho a dilucidar en un debate más amplio la cuestión de fondo, o sea la certeza y realidad del crédito que sirvió de base a la ejecución y su subsistencia al dictarse la sentencia de remate; pero de ningún modo autoriza la ley para que el nuevo procedimiento verse sobre las faltas que se supongan cometidas en el litigio ordinario, extremo que debió ventilarse y decidirse en el mismo o en el recurso correspondiente que puede seguirle, ni se discutan nuevamente sin otros elementos probatorios las mismas excepciones propuestas en el ejecutivo." 

La doctrina general es pues clara y acertada: cuanto afecte a la validez formal del título o a la de las actuaciones practicadas en el juicio ejecutivo, debe discutirse en el propio juicio o en el recurso de casación; pero la cuestión de fondo, certeza y realidad del crédito, pueden ser discutidos en un juicio ordinario posterior, sin limitación alguna.

En el último inciso, que hemos subrayado, parece que se introduce una excepción, que se referiría a las excepciones opuestas en el ejecutivo y reproducidas en el declarativo, pero sin adicionar otros elementos probatorios. Ahora bien; dejando aparte que, como se deduce del resto de las sentencias, tal afirmación no es más que un obiter dictum, la inadmisión de las excepciones no obedecería en tal caso a la hipotética eficacia de cosa juzgada de la sentencia de remate, sino de la actividad probatoria del impugnante en el juicio declarativo.

En la sentencia de 10 de noviembre de l921 se ratifica con claridad meridiana que: 

"terminado un juicio ejecutivo, procede después el ordinario, no para corregir sus defectos de forma o faltas a las cuales no se opuso el ejecutado oportunamente, sino para discutir en un debate más amplio el derecho de los contendientes, siempre a salvo cuanto afecte al fondo de la cuestión de deber, tratada más sumariamente y con mayores limitaciones al formularse la demanda ejecutiva". 

Igual doctrina se sostiene en las sentencias de 24 de junio de 1914, 13 de noviembre de 1926, 6 de febrero de 1928 y 9 de diciembre de 1939. Y en el mismo sentido, aunque con matices adecuados al caso que se decidía, puede verse la sentencia de 9 de abril de 1942.

En una obra muy interesante de Seijas Iglesias
 se cita la sentencia de 9 de diciembre de 1939 como prototipo de las que cierran de modo absoluto el juicio ordinario posterior a todo debate sobre la misma cuestión; discrepándose de tal tesis, y mucho más de que ella convierta en letra muerta el artículo 1.479 de la ley. A contrario sensu, la doctrina del Tribunal Supremo Español durante las primeras décadas de vigencia de la ley no convertía en letra muerta el precepto, sino que lo interpretaban a nuestro juicio con pleno acierto. En el juicio ejecutivo no había el ejecutado comparecido y consintió luego la sentencia de remate; y en el posterior juicio declarativo que promovió solicitaba la nulidad del ejecutivo fundado en supuestas infracciones de normas procesales y en defectos externos de las letras de cambio que habían servido de título al ejecutante; se trataba por tanto de la validez del juicio y no de la certeza y existencia de la deuda.

Por tanto, hemos de repetir una vez más que al cerrar el camino a que se discuta la validez de las actuaciones y los requisitos formales del título, se deja abierta la vía a que se debata el objeto material o cuestión de fondo sin ninguna limitación. 

Si pasamos al valor de la sentencia de remate firme para otorgar o no privilegio al crédito objeto de la misma, ha de consignarse que la jurisprudencia posterior a la vigencia de la Ley de Enjuiciamiento Civil y anterior a la promulgación del Código Civil Español, haciendo aplicación de los artículos 1.256 y 1.479 de aquélla, se pronunciaron en el sentido de que la sentencia de remate no confería al crédito privilegio alguno, ni podía ser tal crédito considerado como quirografario. Así en las sentencias de 26 de mayo de 1884; 31 de marzo, 1 de junio y 6 de octubre de 1886; 21 de junio y 31 de diciembre de 1889 y 19 de junio de 1890.

Con posterioridad a la promulgación del Código Civil Español, y sin que los argumentos empleados tengan a nuestro juicio el menor poder de convicción, dado que el Código Civil no derogó en absoluto ni es incompatible con los de la Ley Procesal, se pasa a conceder al crédito documentado en sentencia de remate el privilegio de los créditos quirografarios. 

De lo antes expuesto se colige que el legislador español, lo mismo en la Ley de 1855 que en la vigente, quiso crear y creó un proceso de ejecución, fundado en un título extrajudicial, para asegurar la agilidad del tráfico jurídico. No resultaría prudente aseverar, como algunos autores, que el legislador emplea profusamente el término "ejecución" (títulos que traen aparejada ejecución, despacho de ejecución, que siga adelante la ejecución, etc.), pero que en realidad no quiere decir lo que dice, de modo que hay que concluir que quería decir otra cosa. Tampoco cabe afirmar, como otros autores, que la solución del artículo 1.479 es defectuosa y que por ello se ha incurrido por los tribunales en decisiones equívocas, y ello es así porque la solución que se tacha de poco técnica no es precisamente la del legislador, sino la interpretación jurisprudencial operada en los últimos cincuenta años.

Cuando se presenta una demanda ejecutiva ante el juez, éste debe limitarse a analizar la regularidad formal del título (prescindo aquí de las últimas reformas que le fuerzan a apreciar su propia competencia ya sólo objetiva sino, además, territorial), Para realizar tal enjuiciamiento no existe incidente alguno contradictorio, ya que si el título es regular, la ejecución se despacha inaudita parte debitoris; y si es irregular, y se deniega el despacho de la ejecución, los recursos procedentes se sustancian con sólo el ejecutante, sin que el demandado pueda intervenir.

Por ello, como se ha dicho y repetido por un sector de la doctrina, no es acertada la objeción de De la Plaza, que en este punto ha tenido una influencia destacada y perniciosa, a diferencia de tantos otros supuestos en que la influencia del eximio magistrado fue extraordinariamente beneficiosa, ya que contribuyó en gran medida a que la ciencia procesal moderna entrara en la práctica judicial diaria. Y no es acertada, ya que si bien tiene razón al decir que es de esencia en la ejecución que no exista contradictorio, se equivoca al decir que en el juicio ejecutivo existe tal contradicción, que acaba con la sentencia de remate. La ausencia de contradicción es necesaria en la ejecución, antes de despacharla, pero luego de despachada es frecuente la existencia de incidentes declarativos, lo mismo en el ordenamiento español que en los de otros países.

Tratándose de ejecución despachada con base en títulos extrajudiciales, el legislador permite que el ejecutado, si quiere, se oponga a la ejecución. La comparecencia del ejecutado dentro de los cuatro días siguientes a haber sido citado de remate se admite para oponerse a la ejecución; por ello, a no ser que se persone y proponga en forma la declinatoria, dejando constancia de que lo hace únicamente a tales efectos y pidiendo que se suspenda el plazo concedido para oponerse, se entiende que el ejecutado se ha sometido tácitamente a la competencia del juez que mandó citarle. ¿En qué se diferencian - cabe preguntarse - la comparecencia del demandado en el juicio ordinario luego de haber sido emplazado y la del ejecutado en el juicio ejecutivo?; y la respuesta es clara y ha sido reiterada por la jurisprudencia: el ejecutado que comparece, en tanto en cuanto formula oposición explícita o implícitamente, realiza una gestión que se subsume en el artículo 58.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

En el incidente de oposición se invierten las posiciones de las partes; el ejecutante pasa a ser demandado en el incidente en el que es actor el ejecutado, y por esto tiene, como tal actor, la carga de alegar y probar los hechos que sirvan de base a las excepciones y causas de nulidad que invoque. El ejecutante, que está protegido por el título ejecutivo, no tiene carga de la prueba, aunque tenga el derecho a formular defensas consistentes en lo que se ha llamado negación directa o indirecta, y a practicar contraprueba de los hechos que afirme el ejecutado.

Pero en la oposición no existe sólo sumariedad por limitación del objeto, dada por la tasa de las causas de oposición; existe igual sumariedad por la brevedad de los plazos y, en muchos casos, y como ha señalado la doctrina, por lo que podríamos llamar superficialidad del conocimiento. Y es por ello que la sentencia que se dicte no puede ser declarativa de derechos, sino una sentencia meramente procesal, que se pronuncia sobre si debe o no seguir adelante la ejecución o si existe vicio de nulidad en el procedimiento.

Por más que se invoque en ciertos casos que la declaración del juez se contiene no sólo en el fallo, sino a veces en los CONSIDERANDOS ó fundamentos jurídicos, ello es cierto en los juicios declarativos, donde el legislador no limita el contenido de la decisión judicial. En el juicio ejecutivo, y precisamente porque el conocimiento es sumario y limitado, el legislador ha excluido expresamente que en el fallo puedan contenerse declaraciones de derechos, y en perfecta coherencia declara solemnemente que la sentencia que recaiga no producirá excepción o efecto de cosa juzgada.

Porque la sentencia de remate es una resolución de carácter procesal, su eficacia debía limitarse a la constatación no definitiva de un crédito, sin dotar a éste de privilegio alguno, y con posibilidad de que los síndicos en un proceso concursal impugnaran la certeza del débito por vía de un juicio declarativo. 

Tal se adujo en su momento, sostenemos una postura opuesta a la dirección doctrinal y jurisprudencial desarrollada en el último medio siglo, que ha querido ver en el juicio ejecutivo un proceso declarativo, sumario con limitación del objeto, que se inicia con la demanda ejecutiva y termina con la sentencia, que tendría igual carácter o naturaleza que la dictada en el juicio declarativo ordinario.

Para llegar a tal conclusión no sólo hay que violentar los términos en que se expresa el legislador, sino que además hay que forzar las cosas en contra de la misma evidencia muchas veces.

La doctrina ha tenido que inventar una distinción, que no se halla en otros ordenamientos, entre títulos ejecutivos y títulos de ejecución. Los títulos que, según la ley, traen aparejada ejecución no serían títulos de ejecución, sino meramente ejecutivos, que permitirían entrar en un juicio declarativo sumario destinado a obtener la sentencia de remate, que sería el verdadero título de ejecución.

Olvidemos ahora la paradoja de que sea título que permite iniciar la verdadera ejecución, una sentencia que se limita a disponer que siga adelante la ejecución, que evidentemente ya empezó. Como el embargo de bienes se realiza en la fase del procedimiento ejecutivo, antes de la sentencia, es forzoso entonces decir que el embargo ejecutivo es realmente un embargo preventivo. Esa tesis no es sólo contraria a la mera observación de la realidad legal y práctica, sino que resulta inaceptable dentro del sistema de nuestra ley.

Las medidas cautelares, entre las que se encuentra el embargo preventivo, se conceden por razones procesales en determinados supuestos; y la oposición que cabe formular contra ellas, antes o después de que se adopten, se funda y apoya no en razones de fondo, sino estrictamente procesales, o sea debatiendo si concurren o no las condiciones para adoptar la medida, prescindiendo de la razón de fondo.

Por el contrario, en el juicio ejecutivo la oposición no se formula contra el embargo, sino contra la ejecución misma; no se debate si el embargo procedía o no, sino si es la ejecución la que procede.

En el artículo 1.401 se regulan supuestos de embargo preventivo en relación con el juicio ejecutivo; pero se trata entonces de embargos que se solicitan antes de que se despache la ejecución, y mientras se prepara la misma por medio de una diligencia preparatoria para completar el título ejecutivo, y en los supuestos de embargo preventivo anterior al despacho de la ejecución el juez puede exigir al solicitante, que no es ejecutante todavía, que preste fianza o caución para responder de los daños y perjuicios y costas que pueda ocasionar.

Calificar, pues, el embargo ejecutivo como embargo preventivo es una mera salida teórica para justificar lo injustificable desde el punto de vista legal. 

Puede parecer, prima facie, que estamos ante una mera discusión doctrinal sin alcance práctico. Cabe pensar que, en definitiva, lo mismo da que se trate de un declarativo sumario o de una ejecución con incidente contradictorio de oposición, pues los resultados han de ser los mismos. Pero esto es engañoso, ya que la concepción que se tenga del juicio ejecutivo influye de modo muy importante en la interpretación de los textos legales.

En la década de los cuarenta la doctrina dominante entonces – entiéndase: De la Plaza, Prieto-Castro, Guasp, Herce Quemada, Fairen, etc. -, se pronuncia por atribuir al juicio ejecutivo la naturaleza de un proceso declarativo especial y sumario, y en la misma época se introducen en la jurisprudencia nuevas fórmulas que, con mayor o menor extensión, conducen a otorgar a la sentencia de remate valor de cosa juzgada, con flagrante violación del artículo 1.479 de la ley.

La relación entre la postura doctrinal y las innovaciones jurisprudenciales no es ilusoria; es paradigmática en este sentido la cita de Prieto-Castro
, que afirma que: 

"... se ha de tener claridad en cuanto que el proceso ejecutivo y los análogos a él no son de inferior calidad a la hora de ser emanada la sentencia, respecto de los ordinarios, sino que la sentencia que en ellos recae tiene el mismo valor que las de éstos, si bien sólo respecto de los materiales que se pueden manejar, por disposición legal, y de aquí que, en relación con ellos, la cosa juzgada que se produce, agotados los recursos concedidos, lo es, pura y simplemente, con todas sus consecuencias". 

El olvido de que la sentencia que recae en el juicio ejecutivo, por querer del legislador, es de naturaleza estrictamente procesal, sin pronunciamiento o declaración de derechos, y la adopción de la tesis que ve en el juicio ejecutivo un proceso declarativo especial, han conducido pues a la jurisprudencia a romper - por lo menos aparentemente y en el orden de las declaraciones doctrinales - el artículo 1.479 de la ley, con lo que, entre otras cosas, se ha introducido la mayor incertidumbre, pues la doctrina jurisprudencial dista de ser uniforme.

Para poner de relieve la discrepancia de criterios, y desde polos opuestos, podemos citar la sentencia de 8 de febrero de 1964, que admitió un recurso de revisión contra sentencia dictada en juicio ejecutivo, fundada la Sala Primera del Tribunal Supremo Español en que: 

"... sin que sea obstáculo a la procedencia de la revisión el que la sentencia contra la que se recurre haya sido dictada en juicio ejecutivo - única oposición alegada - porque, si bien la sentencia que en estos juicios se dicta, conforme al artículo 1.469 (rectius: 1.479) de la Ley Procesal no produce excepción de cosa juzgada y queda a salvo el derecho de las partes para promover el ordinario sobre "la misma cuestión" ello es sólo conforme a reiterada jurisprudencia de esta Sala, respecto a lo que categóricamente expresa el precepto dejar a salvo la declaración de fondo, pero sin que puedan volverse a reproducir los defectos o faltas del título, ni las excepciones que entran en el ámbito de lo que es materia del juicio ejecutivo
, las que por producirse respecto a lo sobre ellas resuelto excepción de cosa juzgada den plena firmeza a la sentencia y por consecuencia contra ésta es procedente el recurso de revisión" . 

Por el contrario, en la sentencia de 20 de octubre de 1990 sienta el Tribunal Supremo Español la doctrina siguiente: 

"La primera cuestión que ha de resolverse... es la atinente a determinar si cabe o no recurso de revisión frente a la sentencia recaída en un juicio ejecutivo (sentencia de remate), cuestión ésta que de merecer una respuesta negativa, pues el artículo 1.797 LEC sólo permite este excepcional y extraordinario recurso frente a una sentencia firme, o sea, contra la que no quepa ya medio impugnatorio alguno, condición de firmeza en el sentido expuesto que no es predicable de las sentencia dictadas en los juicios ejecutivos, ya que estas sentencias, conforme establece el artículo 1.477 LEC (rectius: 1.479), no producen la excepción de cosa juzgada, quedando a salvo su derecho a las partes para promover el ordinario sobre la misma cuestión, por lo que al disponer el aquí recurrente (demandado en el juicio ejecutivo) de la expresada posibilidad defensiva, no se ha producido la extrema situación justificativa de este excepcional recurso que, con criterio restrictivo, ha de quedar reservado para aquellos supuestos en que, frente a una sentencia firme, no quepa otro medio impugnatorio, como ya tiene declarado esta Sala en sentencia 12-7-88, en supuesto análogo al presente, en que se pretendió utilizar el recurso de revisión frente a la sentencia recaída en un juicio interdictal. Al quedar abierta, repetimos, al recurrente la posibilidad de promover el juicio ordinario correspondiente sobre la misma cuestión, podrá utilizar en el mismo los medios adecuados para la defensa de sus derechos." 

La solución nos parece acertada aunque se argumente de modo discutible, ya que se viene a confundir firmeza con cosa juzgada. La sentencia del juicio ejecutivo es firme en cuanto se han agotado los recursos que la ley concede contra ella, pero no produce efecto de cosa juzgada en cuanto al fondo, y por ello no puede acudirse a la revisión por la potísima razón de que tal revisión se da para rescindir la cosa juzgada producida por una sentencia firme.

En conclusión; para evitar el confusionismo existente, es preciso reconocer al juicio ejecutivo su propia y verdadera naturaleza; y a partir de ella, reexaminar las cuestiones y problemas suscitados, lo que permitirá mostrar cómo las confusiones son más teóricas que reales, y que en la jurisprudencia existen menos contradicciones reales que las aparentes, causadas por las consideraciones jurídicas utilizadas. 

Así, en la ordenación tradicional del juicio ejecutivo, como ya se dijo antes, el juez, presentada la demanda ejecutiva, debía despachar o no la ejecución atendiendo únicamente a la regularidad formal de los títulos. Algunas supuestas "mejoras" han sido introducidas en las últimas reformas legislativas, de modo tal que el sistema ha salido cada vez más "empeorado" a causa de aquéllas.

En la reforma de 1984 se fijaron en el artículo 1.439 de la Ley de Enjuiciamiento Civil los criterios de competencia que debían aplicarse en el juicio ejecutivo, y que no diferían de las reglas generales del artículo 62 que hasta entonces se habían aplicado. Lo curioso es que, en el artículo 1.440, se obliga al juez a valorar de oficio su propia competencia objetiva y territorial.

El precepto, siento decirlo, era ya un perfecto disparate. La competencia objetiva en el juicio ejecutivo corresponde siempre al Juez de Primera Instancia; la cuantía de la reclamación no tiene nada que ver con la competencia objetiva, sino con la apertura del juicio. En otras palabras, si la cuantía reclamada es inferior a la fijada en el artículo 1.435, la ejecución no será despachada, pero no por falta de competencia objetiva del juez, sino por falta de la condición esencial de apertura, que afecta a la regularidad misma del título. El precepto, en cuanto a la competencia objetiva, carece, pues, de sentido.

El caso de la competencia territorial es peor. En el artículo 1.439 - en la redacción dada al mismo en el año 1984 -, existía un fuero preferente - el de la sumisión expresa -, seguido de fueros alternativos: 

"el lugar de cumplimiento de la ejecución, según el título, ante el del domicilio del demandado de alguno de ellos, ante el del lugar en que se encuentren los bienes inmuebles, especialmente hipotecados, si los hubiere". 

En la redacción de 1992 se ha mantenido la redacción con una diferencia: se ha suprimido la primacía del fuero de la sumisión expresa, y se ha añadido el estrambote de: 

"sin que sean aplicables las normas sobre sumisión expresa o tácita contenidas en la sección segunda del Título II del Libro primero". 

Quedan, pues, sin aplicación los artículos 56 a 61, ambos inclusive; el precepto merece varios comentarios. 

Analicemos en primer lugar la ratio de la supresión de la sumisión expresa en los juicios ejecutivos. Se ha dicho que obedecía a la necesidad de evitar las concentraciones de trabajo en grandes capitales, dada la existencia en ellas de grandes compañías, bancarias o industriales, que exigían a los que con ellas contrataban someterse al domicilio del fuero del acreedor.

Bendita ingenuidad del legislador. Bastará con que tales compañías consignen en los títulos su propia sede como lugar de cumplimiento de la obligación, y estaremos igual que antes. Si de verdad se quería conseguir la ruptura de tales concentraciones de juicio, la solución debería haberse buscado limitando los efectos de la autonomía de la voluntad en los casos de contratos de adhesión, en que la parte débil acostumbra a ser un asegurado, un consumidor, un cliente de la institución financiera.

Lejos de ello, al señalar diversos criterios alternativos sin jerarquía entre ellos, se privilegia la posición de los acreedores prepotentes. El examen de la competencia territorial por el juez tiene sentido cuando existe un único criterio de determinación de la competencia, un único fuero. Pero si son varios los fueros, y además sin jerarquización, quiere decir que el juez sólo podrá rechazar el despacho de la ejecución cuando no concurra criterio alguno de los enunciados en el precepto. Con ello, la elección del juez queda al arbitrio del actor ejecutante dentro de los límites fijados por los fueros alternativos.

La técnica del artículo 62 es muy superior a la introducida en la reforma para el juicio ejecutivo. Porque, además, el lugar de cumplimiento de la obligación tendrá certeza, por lo menos relativa, al ceñirse al fijado en el título; pero el domicilio de un demandado único, o de uno entre varios, ¿cómo podrá determinarlo el juez para examinar su propia competencia? Si el actor designa el domicilio del demandado, necesario además a efectos de embargo y citación de remate, ¿podrá el juez apreciar de oficio que el domicilio es otro, tratándose de una cuestión de hecho?.

Se dice derogada la sumisión tácita. Imaginemos que un demandado comparece, una vez citado de remate, para oponerse a la ejecución; ¿quiere esto decir que no quedará por ello sometido y que podrá plantear la cuestión de competencia por vía de excepción? ¿Se ha convertido la competencia territorial en competencia vertical al ser de ius cogens?

¿Podrá el demandado citado ante juez que no es el de su domicilio plantear la cuestión de competencia por declinatoria o inhibitoria, ya que los artículos 72 y siguientes siguen siendo de aplicación?

Las reformas de una ley tan completa como la de Enjuiciamiento Civil exige conocer bien lo que el profesor Prieto-Castro ha llamado alguna vez la matemática procesal, y es evidente que las últimas reformas son en este orden muy desafortunadas.

 Creo que los nuevos textos legales hay que interpretarlos en relación con los demás, de un modo sistemático y buscando soluciones lógicas.

Está claro que a partir de hoy no cabe la sumisión expresa como determinante de la competencia en el juicio ejecutivo. Desde que el legislador obligó al juez a examinar su propia competencia territorial es obvio que tampoco era posible la sumisión tácita del actor, en el sentido de que el actor no tenía libertad para elegir juez entre todos los del territorio nacional. No hacía falta el estrambote colocado al artículo 1.439 para que quedara eliminada la sumisión tácita del actor entendida como libertad de elegir juez.

Pero no se puede en cambio entender que el estrambote aludido priva de eficacia a la sumisión tácita de modo completo y absoluto, a menos que dejemos muchos problemas sin solución. Primero, si el actor presenta la demanda ante un juez competente por concurrir uno de los criterios de competencia regulados, queda sometido a él, de modo que no puede luego invocar la competencia de otro juez distinto, en aplicación de otro criterio.

Un ejemplo de lo que decimos puede darse en el siguiente supuesto: elegido por el actor el domicilio de uno de los demandados, se opone por medio de cuestión de competencia la falsedad de tal domicilio. El actor, al contestar el requerimiento inhibitorio, o a la declinatoria, no puede invocar el fuero del lugar de cumplimiento de la obligación, porque él mismo lo descartó.

La sumisión tácita del deudor no puede tampoco entenderse comprendida dentro de la inaplicabilidad de los preceptos atinentes a la sumisión tácita en general. Si el deudor comparece, una vez citado de remate, y realiza cualquier gestión - entre ellas anunciar la oposición - que no sea la de proponer en forma la declinatoria, queda sometido al juez y no podrá luego alegar la falta de competencia por medio de una excepción de incompetencia.

Y ello es así porque el demandado no ha quedado privado de su derecho a proponer cuestiones de competencia por inhibitoria o declinatoria, regidas por los artículos 72 y siguientes; el artículo 75, que sigue siendo aplicable, priva de la facultad de plantear inhibitoria o declinatoria al litigante que se hubiese sometido expresa o tácitamente al juez que conozca del asunto, por lo que la sumisión tácita del demandado sigue existiendo con todos sus efectos. 

Unas palabras sobre la denuncia de la incompetencia del juez por el demandado. Los artículos 1.339 y 1.440 no han convertido la competencia territorial en vertical ni por ello cabe pensar que la infracción de tales normas pueda subsumirse en la nulidad radical prevista en el artículo 238 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Cuando el actor acuda al juez del lugar de cumplimiento de la obligación, deberá éste determinarse en el propio título, por lo que dejan de ser aplicables los múltiples criterios jurisprudenciales de interpretación del artículo 62, regla 1ª, de la Ley Procesal. Tampoco se suscitará ya en ese orden la compleja discusión sobre el principio de prueba por escrito, que tuve oportunidad de recoger en un trabajo sobre las contiendas en la competencia territorial.

En este aspecto la verdadera innovación se ha producido respecto de los títulos ejecutivos no abstractos; cuando se trataba de escrituras públicas o documentos privados, el lugar de cumplimiento del contrato debía determinarse, si no se hallaba en el título, atendiendo a las múltiples reglas. Por el contrario, cuando el título era una letra de cambio, la jurisprudencia había rechazado ya la posibilidad de que el lugar del cumplimiento fuese otro que el señalado en el efecto, sin que tuviera valor a tales efectos el contrato causal. Dudo mucho, vale decirlo, que sea justa la ampliación a todos los supuestos de lo que era privativo de los ejecutivos cambiarios.

Si el criterio adoptado por el actor ha sido el del domicilio del demandado, o de uno de ellos, creo que el ejecutado conserva su derecho a discutir, por medio de declinatoria o inhibitoria, la competencia del juez si se estima que el domicilio no es verdadero, sino falso o ficticio, o si un ejecutado quiere defender el fuero de su propio domicilio fundado en que la acumulación de acciones ejecutivas es arbitraria y sin otro fundamento que la privación del fuero del proponente de la excepción. 

En cualquier caso, la denuncia de la incompetencia territorial del juez, con o sin infracción del artículo 1.439 o del 1.440, deben a mi juicio proponerse por vía de declinatoria o inhibitoria, y no por la vía de la excepción 11ª del artículo 1.464 de la ley
CAPÍTULO II: 
Consideraciones en torno a la normación jurídica sustantiva y procesal que sustenta al proceso ejecutivo en materia económica: Reflexiones de su aplicabilidad en la práctica judicial

Resulta imperativo de la iniciación de este tópico, la exégesis, al menos en apretada síntesis, de algunos rasgos cronológicos, y, si se quiere, un tanto históricos de las circunstancias que dan al traste, en definitiva, con la inserción del proceso ejecutivo en las Salas de lo Económico de los Tribunales Populares.

La entronización del arbitraje estatal en nuestro país acaece por disposición especial de la Ley No. 1323 de 1976, “De organización de la Administración Central del Estado”, regulándose jurídicamente su organización y funcionamiento a través del Decreto No. 23 de 1978, Decreto No. 60 de 1979, Decreto No. 89 de 1981, y Decreto No. 119 de 1983, emitidos todos por el Comité Ejecutivo del Consejo de Ministros, integrándose por un sistema de órganos, rectoreados por el Órgano de Arbitraje Estatal Nacional, adscripto a dicho Comité Ejecutivo, el que a su vez se encontraba compuesto por los órganos de Arbitraje Estatal Territorial en cada una de las provincias, y por los órganos de Arbitraje Estatal adscriptos a los diferentes organismos centrales.

Con la promulgación en 1991 del Decreto-Ley No. 129 “De Extinción del Sistema de Arbitraje Estatal”, se dispuso la creación de las Salas de lo Económico de los Tribunales Populares, atribuyéndoseles, además de los litigios contractuales, los ambientales, rigiendo su ordenamiento procedimental las “Reglas de Procedimiento del Arbitraje Estatal”, contenidas en el prealudido Decreto No. 89 de 21 de mayo de 1981, las que precisaron ser atemperadas a las circunstancias actuales por mediación de la Instrucción No. 141 de 27 de septiembre de 1991, dirimiéndose los litigios sometidos a la competencia de estas salas de justicia a través del proceso de conocimiento; específicamente el proceso ordinario.

En el caso de Cuba la Letra de Cambio ha sufrido varias etapas atemperándose a nuestras condiciones, la primera legislación mercantil existente fue el Código de Comercio Español de 1889 con el que se comenzaron a utilizar todos los instrumentos de cobros y pagos en todo tipo de operaciones mercantiles (comercio exterior e interior);  luego en una segunda fase entró en vigor el DL-24 del 15 mayo de 1979 limitando a la Letra de Cambio solamente en operaciones con el exterior, eliminando de este ámbito a las empresas estatales (Art. 1 DL-24).  Posteriormente el 15 de febrero de 1982 entra en vigor DL-50, que va a crear a las Asociaciones Económicas entre entidades extranjeras y cubanas facultadas a utilizar en sus operaciones el Código de Comercio español de 1889 vigente en Cuba, complementándose lo anterior con la Ley 77 de 1995  sobre Inversión Extranjera.  Luego de un profundo análisis por parte del Banco Central de Cuba (BCC) y el Comité Ejecutivo del Consejo de Ministros, teniendo en cuenta la inserción del perfeccionamiento empresarial y la búsqueda de una mayor eficiencia en nuestra economía, se dictó el ACUERDO No 3619, del 28 de diciembre de 1999, del propio Comité Ejecutivo del Consejo de Ministros; el cual autoriza experimentalmente el uso de las Letras de Cambio, Cheques y Pagarés, en el territorio nacional, indicando también los sujetos autorizados a ello. Y en virtud de esto, es necesario proveer lo pertinente a fin de determinar el órgano competente para resolver los litigios que se susciten de estos asuntos de los títulos valores, es por esto que el 18 de febrero del 2000, se dicta la Instrucción 160 del CG del TSP, la cual autoriza a las Salas de lo Económico de los Tribunales Supremo y Provinciales Populares a conocer los litigios surgidos en materia de letras de cambio, pagarés y cheques, y de hecho a utilizar los articulados de la LPCAL  sobre el proceso ejecutivo, y el embargo de bienes. No obstante a esto, no es hasta el año 2001 con la promulgación del Decreto-Ley No. 223 “De la Jurisdicción y Competencia de las Salas de lo Económico de los Tribunales Populares”, que se establece en su artículo uno, apartado quinto, el conocimiento por parte las Salas de lo Económico de los Tribunales Provinciales del proceso ejecutivo para, el que se regiría – según la letra de la Disposición Especial Única del propio cuerpo normativo, y en ausencia de regulación específica en el Decreto 89 de 1981 -, por los artículos del 460 al 472 (Libro Segundo, Título VII) “Del Embargo de Bienes”, y del 473 al 526 (Libro Tercero, Títulos I al VI) “Del Proceso de Ejecución”, todos de la Ley No.7, de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, de 19 de agosto de 1977.

Con anterioridad a que sucediera todo esto y se insertara la letra de cambio en el sistema de cobros y pagos de las empresas cubanas, estas utilizaban como medio de pago generalmente el cheque, pero no se resolvían los litigios de estos por el proceso ejecutivo, sino por el proceso ordinario,  por lo que la LPCALE era inoperante para los mismos y las disposiciones existentes se hacían incongruentes, hasta que se dictó el D-L 223 del 2001, antes mencionado, también es necesario aclarar que la situación de los cheques en el sistema de cobros esta dada a que estos una vez que se libran, algunos consideran que nacen vencidos,  pero en realidad  existe desconocimiento, por lo que las empresas que han presentado litigios en virtud de un cheque lo realizan en proceso ordinario por concepto de impago. Sin embargo se hubieran podido presentar en D.P.
De lo expuesto a priori se colige que la inserción del proceso ejecutivo en materia económica trajo consigo que se aplicasen las propias normas jurídicas adjetivas de la jurisdicción civil, pese las tipicidades concretas diferenciadoras de ambas, unido al hecho de que en realidad este proceso no resultó primigeneamente concebido para su implementación en la primera, lo que trasluce los inconvenientes que ocasionalmente provoca la aplicación de las prealudidas normas en la praxis judicial de las salas de la especialidad, lo que no quiere decir, de modo alguno, que el proceso ejecutivo previsto en el cuerpo normativo reseñado resulte de imposible aplicación a la jurisdicción económica, sino que en realidad precisa de ciertas adecuaciones en aras de una coherente aplicabilidad.

Adentrémonos sin más preámbulo en el análisis de proceso ejecutivo en materia económica a partir del articulado regulador del mismo en nuestra Ley Rituaria civil.

Las salas de la especialidad rigen su actividad jurisdiccional en sede de proceso ejecutivo de modo esencial por el articulado del 486 al 498 de la ley de trámites civiles; de tal suerte, el ya citado artículo 486 refleja los títulos de créditos que traen aparejada ejecución cualificándolos en tanto se aduce que sean títulos de créditos líquidos, vencidos y exigibles. Detengámonos brevemente en este particular.

Desde una perspectiva doctrinal refiere la profesora Ojeda Rodríguez
 que las obligaciones líquidas e ilíquidas, están estrechamente relacionadas con las obligaciones pecuniarias, monetarias o dinerarias. Derivando de su distinción importantes consecuencias en cuanto a su cumplimiento y exigencia judicial, aún cuando el propio Código Civil cubano hace una brevísima referencia a ellas, en ocasión de la regulación de la compensación como modo de extinción de las obligaciones (art. 301 CCC). Por lo que las obligaciones líquidas son aquellas cuya cuantía está fijada numéricamente, o es suficiente una simple operación matemática para obtener su cuantía exacta.

En la doctrina jurisprudencial española
 se considera que liquidez, desde su aspecto jurídico, es aquello que no precise determinación en cuantía dentro del proceso o en fase de ejecución de sentencia, en consecuencia, no tienen la cualidad de líquidas aquellas obligaciones cuya cuantía ha de determinarse como resultado del pleito o aquéllas que se fijan como consecuencia de la prueba practicada en el proceso.

De otro lado, las obligaciones ilíquidas son aquellas cuya cuantía no se conoce, aun cuando existan bases para su determinación.

Los elementos referidos al vencimiento y la exigibilidad de los reseñados títulos de créditos también merecen algunas reflexiones, en tanto, y siguiendo  a la profesora Ojeda Rodríguez
, considerando su exigibilidad, o sea, a partir de qué momento podrá el acreedor exigir el cumplimiento, las obligaciones pueden ser:

a) Puras: son aquellas en que el vínculo no está sujeto a circunstancia alguna que limite sus efectos. El cumplimiento y su consecuente exigibilidad no dependen de un suceso futuro e incierto o de un término (art. 234, apartado 2 CCC).

Esta clase de obligaciones no supone un cumplimiento inmediato, aunque puede realizarse de esta forma, solo que es exigible en cualquier momento, pudiendo realizar el acreedor tal exigencia de forma inmediata, y el deudor puede cumplir de igual forma desde que la obligación se constituye, pero tal como establece el artículo 234, apartado 2, a partir de la exigencia el deudor tiene un término de quince días para efectuar el cumplimiento, transcurrido dicho término el deudor incurre en mora.

b) Condicionales: son aquellas en que por declaración de voluntad de las partes, se subordina el nacimiento y extinción de los efectos de una relación jurídica obligatoria a un acontecimiento futuro e incierto (art. 234, apartado 1, en relación con el art.53, apartado1 CCC).

El Código Civil cubano no regula expresamente este tipo de obligaciones, no obstante, la condición es regulada como elemento accidental del acto jurídico, en consecuencia, cuando ésta se encuentra insertada en un contrato no hay dudas que la obligación que con él se constituye será una obligación condicional, por lo resulta de aplicación lo dispuesto en el señalado artículo 53.

c) Obligaciones a término: estas obligaciones también denominadas a plazo o aplazadas
, son aquellas en las que se señala una fecha o momento a partir del cual comienzan o cesan los efectos de la obligación. El cumplimiento y  exigibilidad de la obligación se hace depender de un hecho futuro y cierto (art. 234, apartado 1, en relación con el art. 54, apartado 1 CCC).
En contraposición con las obligaciones condicionales, en las obligaciones a término sí existe la seguridad de que el acontecimiento se producirá, aun cuando puede existir cierta duda  acerca del momento en que tendrá lugar, (v.gr. la muerte de una persona), en consecuencia, si el deudor paga antes del vencimiento del término no podrá repetir lo pagado, por cuanto el acreedor sí tiene el derecho a recibir el pago, aún cuando este no era exigible hasta el momento del vencimiento (art. 54, apartado 2 CCC).

Ciertamente el proceso ejecutivo conoce solamente de litigios referidos a impagos en tanto el elemento de la liquidez requerida en los títulos así lo obliga, atañendo éste a obligaciones netamente pecuniarias, mas no hemos abordado este tipo de obligaciones desde una perspectiva doctrinal que coadyuve al mejor entendimiento de las mismas.

Así, las obligaciones pecuniarias son aquellas en que la prestación consiste en la entrega de una cantidad o suma de dinero.

En ellas los signos o medios solutorios son indiferentes, con tal que posean el valor y curso legal, el deudor está obligado a entregar al acreedor una suma que equivalga a la medida señalada en la obligación.

En este tipo de obligaciones el deudor no debe cosas sino un valor económico, de ahí que su prestación consiste en proporcionar al acreedor la disponibilidad de tal valor. El dinero es considerado abstractamente, como medida de valor o de poder económico, lo debido no son bienes y servicios sino valores en abstracto.

Por ello, tipifican a las obligaciones pecuniarias, monetarias o deudas de sumas de dinero los siguientes rasgos:

1. No pueden extinguirse por la pérdida de la cosa. El dinero nunca perece, solo se consume para quien lo gasta; la obligación, en consecuencia, nunca deviene imposible, porque lo que se debe es abstractamente un valor. La imposibilidad subjetiva, insolvencia del deudor, no es causa de liberación de la obligación para éste. Algunos autores identifican estas obligaciones con las obligaciones genéricas, aun cuando en ellas no cabe aplicar la regla de entregar calidad media, por el juego de la cantidad y del sistema monetario.

2. Son susceptibles de compensación, si bien esta forma de extinción de las obligaciones es extensible a bienes fungibles (art. 301 CCC).

3. En caso de mora o incumplimiento se produce siempre y de forma automática un daño al acreedor, que se puede establecer y liquidar abstractamente de manera automática sin necesidad de prueba del perjuicio, ya que en una economía monetaria caracterizada por la presencia de intermediarios financieros, en la que el dinero puede ser entregado a ellos a cambio de un interés, el dinero se considera un bien productivo que genera frutos civiles.

4. Pueden hacerse efectivas mediante la entrega de títulos valores (pagarés, cheques, letras de cambio) (art. 241, inciso ch)). Esto no significa que el deudor se libere sino que con estos documentos de pago se facilita el mismo, pero hasta tanto se hagan efectivos, el deudor no se libera de su obligación a menos que por culpa del acreedor se haya perjudicado. Tampoco puede imponerse al acreedor que acepte ese documento, salvo pacto en contrario.

5. Para el juicio ejecutivo, como procedimiento de ejecución singular, se exige que el objeto de la deuda esté constituido por cantidad líquida (art. 475 LPCALE).

Luego de lo ya expuesto y retomando la normativa del art. 486 de la LPCALE, cuando se aduce a títulos de créditos líquidos, no debe entenderse sino deuda con contenido económico, deducible fácticamente en un numerario determinado, en tanto al referirse a las acepciones de vencidos y exigibles, se alude a un crédito arribado a la fecha de vencimiento y no sometido a término ni modo que modalice su exigibilidad o que, existiendo estos, ya se ha cumplido el primero o a acaecido el hecho o acontecimiento cualificador en el segundo.

El citado artículo 486 de la LPCALE, inicia refiriéndose, en su apartado 1, como tales títulos de crédito que generan ejecución a los testimonios de escrituras públicas expedidos con arreglo a la ley. Por lo que didácticamente podemos definir con el doctor Verdejo
 a la escritura pública como el documento público notarial cuyo contenido es un acto o negocio jurídico, o manifestación de voluntad, capaz de crear, modificar o extinguir derechos subjetivos de los interesados en las mismas.
Teniendo en cuenta la anterior definición y nuestra legislación positiva, habrá tantas clases de escrituras como actos y negocios estos puedan contener; así, de acuerdo con la naturaleza del acto, las partes concurrentes en el negocio y a la índole de la prestación autorizada; atendiendo a su contenido, podemos clasificarlas:

a) A los comparecientes: unilaterales o bilaterales.

b) A la naturaleza de la relación jurídica: escrituras inter-vivos y mortis causa.

c) A la índole de la prestación: escrituras a título oneroso o gratuito.

d) A la tipicidad o atipicidad de los contratos: escrituras relativas a contratos nominados o innominados.

e) A las modalidades de la obligación: escrituras relativas a actos puros, condicionales o a término.

f) A las formalidades del otorgamiento: escrituras con unidad de acto y con otorgamientos sucesivos.

Sin embargo, existe poca incidencia de las escrituras públicas como títulos de créditos aportados al proceso ejecutivo ante la sala de la especialidad contentivas de actos o negocios jurídicos suscritos entre partes, tal pudiese ser, por ejemplo, un contrato de préstamo, esto, al menos en la provincia Camagüey, las que en su caso deben presentarse y tramitarse de modo directo en demanda ejecutiva en tanto el reconocimiento del que es objeto ante notario público dispensa de dilación alguna en diligencias previas al ejercicio de la correspondiente acción. Claro que debe perderse de vista la competencia atribuible a la salas de la especialidad.

El apartado 2 del artículo 486 de la LPCALE, refiere: los documentos privados cuyo reconocimiento o el de su firma se pida y obtenga en diligencia previa a la ejecución, de acuerdo con el artículo 487.

En este particular debe destacarse primigeneamente cuáles documentos se consideran públicos y cuáles privados, acudiendo en tal asistencia el artículo 281 de la  LPCALE el que dibuja un orden de prelación de los que considera documentos públicos, esbozando sucintamente en su párrafo último que: son documentos privados los formados por particulares y los demás no comprendidos en el apartado anterior. Debiendo considerarse además la Instrucción No. 108, de 27 de abril de 1983 del Tribunal Supremo Popular: “Sobre los documentos que tienen el carácter de públicos, bancarios o de comercio, mercantiles y privados”, aunque consideramos, no obstante parecer amplia la normación jurídica reguladora de este tópico, que no es del todo esclarecedora y consecuente en la diferenciación y calificación concreta de tales documentos.

Los documentos privados acompañados casi cotidianamente en los procesos ejecutivos son las actas de conciliación suscritas entre las partes, siendo estas las de mayor incidencia en el proceso que nos ocupa, debiendo destacarse que en ocasiones las partes acompañan otros documentos como estados de cuentas de las entidades que representan instando el reconocimiento de documento privado con sujeción al apartado 2 del artículo 486 de la LPCALE, no siendo estos en realidad actas de conciliación en que ambas partes plasmaron su rúbrica y los respectivos cuños acreditativos de las mismas, por lo que no consideramos que deban reputarse tales documentos como privados susceptibles de tutela jurídica en el precitado apartado 2 del artículo 486 LPCALE. En el caso de las facturas es necesario señalar que existe la tendencia a ser presentada en la sala como un documento privado, no  admitiendo así a los fines de este proceso, incluido el criterio de la sala del Tribunal Supremo Popular de la República, por considerarse un documento probatorio a los fines del proceso ordinario, que tiene otra naturaleza,  y no el ejecutivo que es lineal y no de conocimiento, ya que además las facturas, de ninguna forma cumple el requisito de documento privado.
Debe recordarse que a tenor de la Instrucción No. 172, de 28 de marzo del 2003 del Tribunal Supremo Popular, se diferenciaron meridianamente las diligencias previas y el requerimiento de pago como trámites separados e independientes, por lo que el reconocimiento de estos documentos privados en diligencias previas requieren la interposición de la prudente y posterior demanda ejecutiva para hacerse, de no realizarlo voluntariamente el deudor, y de modo forzado, efectivo el pago requerido.

El apartado 3 del artículo 486 recoge como título de crédito con fuerza ejecutiva a la confesión de deuda en diligencia previa a la ejecución. Siendo atinado reflexionar  que en todos los casos el confesante sea el Director de la entidad, quien ostenta la representación legal de la entidad que representa, o pudiera asistir el director económico, acreditándose con una resolución del director que lo faculta, considerando este acto, personalísimo.
Por lo que en este caso no se requiere de documento alguno acreditativo del débito sino que tan solo se solicita que el deudor comparezca ante el tribunal y manifieste su posición en torno a la deuda por el importe señalado por el acreedor confesando o no su veracidad.

Ha sido tendencia del Tribunal Supremo Popular que no se reconozcan a las facturas como documentos privados según el apartado 2 del artículo 486 LPCALE, sino que las mismas se contemplen como una mera confesión de deuda en ellas amparadas por la letra del apartado 3 del artículo 486 LPCALE, razonamiento que nos parece atinado en tanto las facturas pueden refrendar operaciones mercantiles viejas o ya honradas por la deudora por lo que en una mera confesión de deuda se posibilita fehacientemente que el deudor que ya hizo efectivo el pago no reconozca el débito tal establece el párrafo último del artículo 491 LPCALE. Por estas razones somos del criterio que las Actas Conciliatorias recogidas en este propio apartado número 2), deben ser exigidas para la normativa de la sala de la especialidad  con mayor profesionalidad, para poder presentarse en diligencia previa, ya que no en pocas ocasiones se concilia por parte del acreedor con un comercial, funcionario y hasta con una persona ajena al departamento contable y/o de dirección de la entidad deudora, lo que no pocas veces se ha alegado la falta de legitimidad; por lo que recoger el requisito para este documento, sería ganancias procesales y garantía para las partes, ya que el director pudiera facultar a un directivo o funcionario de contabilidad la responsabilidad de conciliar, lo que sería demostrado a la sala con una copia de la misma, para que sean personas capacitadas y autorizadas a tales fines, dándole mayor transparencia y credibilidad a esta ejecución, ya que de la revisión de los expedientes  existe un 20 % alegando esta falta de legitimidad y en el 70 % de los revisados no se hace constar en las actas si existe compromiso de pago y mucho menos a que fecha.
Expone además este apartado 3 del artículo 486 LPCALE, que no tendrá validez alguna en este proceso la confesión que conste o se haya obtenido de cualquier modo en otro proceso, por lo que de existir esta con anterioridad deberá solicitarse nuevamente a los efectos de tenerse en cuenta en este nuevo proceso.

El apartado 4 del artículo 486 LPCALE refiere los cheques y los pagarés, nominativos o a la orden, y las letras de cambio con sus correspondientes protestos, sin necesidad de reconocimiento del librador, aceptante, avalista o endosante, siempre que no hubiere opuesto tacha de falsedad de la firma o de la aceptación en sus respectivos casos, al tiempo de protesto o de la notificación del mismo, a las demás personas obligadas al pago.
La mayor incidencia que encontramos en este particular lo constituyen las letras de cambio protestadas, las que por el propio reconocimiento a que fueron objeto mediante protesto notarial dispensan del trámite de diligencias previas, acudiéndose directamente a la demanda ejecutiva. Sin embargo, tampoco resulta de aparición cotidiana ante la sala de la especialidad en tanto los gastos del protesto notarial sobre la cantidad o importe que contiene la letra provoca que las entidades generalmente no la protesten dejando expedir el término legal para ello concedido, perjudicándose este título valor y recurriéndose a la sala con el presupuesto autorizado en el apartado 5 de este artículo 486 LPCALE el que refrenda: los propios documentos, aunque solo contra el librador del cheque, el emisor del pagaré o el aceptante de la letra, aun sin el protesto mediante reconocimiento a que se contrae el apartado 2 de este artículo.
De donde se colige la relación con el apartado 2 del artículo 486, debiendo  presentarse, por ejemplo, una letra de cambio perjudicada, a diligencias previas al ejercicio de la subsiguiente acción anterior a la interposición de la posterior demanda ejecutiva.

Cuestión de interés resulta el hecho de que la letra de cambio se proteste con posterioridad al término fijado en el Código de Comercio, esto es, 8 días, por lo que en tal sentido la letra resultaría perjudicada debiendo presentarse a diligencias previas al ejercicio de la correspondiente acción según lo preceptuado en el numeral 5 en relación con el 2 del artículo 486 LPCALE, así, el juzgador debe rechazar la interposición de demanda ejecutiva por estos motivos, a pesar de existir protesto notarial extemporáneo, además de que no se deben imponer costas procesales a la ejecutada al interponerse en su momento la demanda ejecutiva con motivo de los gastos de protesto en tanto la ejecutante producto de su negligencia e impericia incurrió en ellos, elementos que no pueden operar en perjuicio de la ejecutada.

De otro lado, el artículo 487 LPCALE consagra el carácter personalísimo del acto de reconocimiento a que debe concurrir la persona señalada por la promovente en tanto expone: ...se citará a la persona contra la cual se dirija..., abordando además que,...de no comparecer, sin justa causa, se le tendrá por conforme... De donde el órgano jurisdiccional, y en ausencia de definición al respecto, tendrá que hacer uso de su racional arbitrio judicial para determinar cuando la incomparecencia resultó motivada por causa justificada y en consecuencia proceder conforme a derecho. El párrafo segundo de este artículo señala un término no posterior a siete días para el señalamiento y citación, debiendo mediar no menos de tres con antelación a la realización de éste y que deberá estar en conocimiento de las partes. Días que a pesar de no esclarecerlo específicamente este precepto se conoce que son hábiles por imperativo del artículo 105 LPCALE.

Podemos destacar que el término antes expuesto provoca no pocos inconvenientes en la práctica, siendo en ocasiones insuficiente para cumplimentar apropiadamente los diligenciamientos pertinentes, máxime cuando se precisa del auxilio judicial al poseer las entidades, fundamentalmente la ejecutada, su domicilio legal en una demarcación territorial fuera de la de la sede del tribunal. Sin embargo, y aunque parezca paradójico, consideramos que este término de ley no es susceptible de una extensión muy superior en tanto se desnaturalizaría la celeridad y concreción que han de caracterizar al proceso ejecutivo en aras del cumplimiento de su cometido.

El artículo 489 refleja la naturaleza puramente civil con que fue concebido el proceso ejecutivo en la ley de trámites - como lógicamente no podía ser de otra manera -, refiriendo que la citación deberá hacerse personalmente o, en su defecto, por medio de un familiar mayor de dieciséis años que resida en el mismo domicilio. Aspecto este que sí puede ser aplicable a la jurisdicción económica ya que ciertamente pueden acudir a la sala de la especialidad particulares, esto es, personas naturales, como es el caso, por ejemplo, de los agricultores pequeños, mas, se requiere de adecuaciones en tanto lo frecuente lo constituye el hecho de acudir a entidades estatales o privadas para realizar la correspondiente citación judicial, por lo que la ley debe prever además que se entienda debidamente citada a la entidad que se trate a través de cualquiera de sus directivos o ejecutivos, o a través de la secretaria del director o gerente general de la misma, lo que le posibilitaría al órgano jurisdiccional entender que se ha efectuado el diligenciamiento conforme a derecho y proceder indubitadamente por el cauce procedimental correspondiente en caso de incomparecencia, a pesar de que así se opere en la práctica.

No consideramos prudente detenernos en el análisis de los artículos del 490 al 494 de la LPCALE, contentivo de elementos procedimentales conocidos por los operadores del derecho, mas precisamos esbozar algunas consideraciones en torno al artículo 495 LPCALE, no porque se desconozca sino por lo interesante que resulta.

En su escrito de contestación a la demanda ejecutiva, la parte ejecutada solo puede oponer las excepciones que taxativamente recoge el artículo 495 LPCALE, lo que no empece a que en la práctica la ejecutada conteste la demanda haciendo alusión o referencia a otros particulares no contenidos en este artículo con el propósito de ilustrar al tribunal su estado de insolvencia, etc, lo que no puede ser óbice alguno para continuar la sustanciación del proceso por sus cauces legales, adjuntándose el citado escrito a las actuaciones a este solo efecto.

El señalado artículo 495 LPCALE expone excepciones indubitablemente tasadas, esto es, no se pueden esgrimir ningunas otras, aunque existan, en refutación de las alegaciones de la promovente, en tanto ninguna otra de las no contenidas en éste impediría el remate según la letra del párrafo último del mismo, lo que no empece la interposición posterior de proceso ordinario tal se expondrá a posteriori.

El numeral 1 de este artículo 495 recoge como excepción la falsedad o carencia de fuerza ejecutiva del título o del acto que le hubiere dado tal carácter. Claro que resultaría paradójico el hecho de que la entidad ejecutada en diligencias previas reconociese la autenticidad del documento – que pudiese ser, por ejemplo, un acta de conciliación -, y la certeza de la deuda en el mismo plasmada, y en posterior trámite de demanda ejecutiva, esgrimiese la falsedad del mismo; pero tampoco debe desdeñarse tal proceder en tanto la ejecutada puede haber advertido este extremo con posterioridad, concediéndole la ley el derecho de realizar estas alegaciones en contestación a la demanda. En este sentido debemos de referir que, es el acta conciliatoria, el titulo valor con el que en más ocasiones las partes acuden a la Sala, por lo que nuestro organismo superior nos ha llamado a exigir que en el mismo se consigne el compromiso de pago a fin de que cumpla el requisito de un líquido vencido y exigible.  

El numeral 2 del artículo 495 está referido al pago, lo que implicaría el cumplimiento de la obligación contraída por el deudor el cumplimiento o pago constituye el modo más normal de extinción de las obligaciones, por cuanto es la forma satisfactoria por excelencia ya que conduce al logro del interés del acreedor. Y es uno de los modos de extinción de las obligaciones.

Por lo que al hacerse uso de esta excepción el deudor deberá acreditar debidamente que ha hecho efectivo el pago requerido, dándose traslado - como en todos los casos en que se acoja una de las excepciones del artículo 495 LPCALE -, a la promovente a los efectos de manifestar su posición al respecto, tras lo cual se decidirá sobre la procedencia o no de la misma.

El numeral 3 de este artículo 495 expone: compensación de crédito líquido que resulte de documento que tenga fuerza ejecutiva. La compensación es un modo de extinción de las obligaciones, cumplidas en dinero o cosas fungibles, entre personas que son recíprocamente acreedoras y deudoras; y consiste en dar por pagada la deuda de cada uno en cantidad igual a la de su crédito que se da por cobrado en otro tanto.

De manera que por compensación ha de considerarse aquella causa por la que han de extinguirse en la cantidad concurrente, las obligaciones de aquellas personas que por derecho propio sean recíprocamente acreedoras y deudoras la una de la otra.

Según el Código Civil cubano si dos personas son recíprocamente deudoras por prestaciones monetarias o de la misma especie, líquidas y exigibles, cada una de las partes puede compensar su deuda con su crédito, hasta la ascendencia del crédito menor. (Art. 301 CCC). Siendo eso así, la ejecutada puede alegar esta excepción al ser la ejecutante deudora, a la vez, de esta, correspondiendo al tribunal la valoración pertinente debiendo percatarse de la fecha de los respectivos créditos y su ascendencia en tanto puede pretenderse compensar créditos anteriores ya inexistentes. La alegación de esta excepción se ha presentado con poca frecuencia en la sala de la especialidad en la provincia Camagüey; mas sí ha sido acogida en ocasiones al demostrarse fehacientemente su procedencia teniéndose en cuenta los aspectos antes mencionados.

Siendo eso así, la ejecutada puede alegar esta excepción al ser la ejecutante deudora, a la vez, de esta, correspondiendo al tribunal la valoración pertinente debiendo percatarse de la data de los respectivos créditos y su ascendencia en tanto puede pretenderse compensar créditos anteriores ya inexistentes. La alegación de esta excepción se ha presentado con poca frecuencia en la sala de la especialidad en la provincia Camagüey; mas sí ha sido acogida en ocasiones al demostrarse fehacientemente su procedencia teniéndose en cuenta los aspectos antes mencionados.

El apartado 4 del artículo 495 LPCALE  refiere: pacto o promesa de no pedir, novación o transacción que conste de documentos fehacientes. Por lo que las partes pueden haber acordado con sujeción al principio de la autonomía de la voluntad no solicitar el cumplimiento de la obligación por el término pactado, de donde podemos colegir que la acreedora no podrá interponer proceso alguno en violación de lo acordado, aunque tales extremos deberán hacerse constar de modo que pueden demostrarse posteriormente. En  este sentido debemos comentar que este es uno de los numerales que a nuestro juicio no es aplicable en la Sala, ya que ninguna persona jurídica está autorizada a efectuar un pacto o promesa de no pedir, ya que este extremo es aplicable en toda su extensión a personas naturales, siendo ilógico  que una entidad pacte con otra no pedir ni reclamar una deuda, ya que iría en detrimento de su economía, la que debe estar debidamente registrada como norma y regula la contabilidad.

Detengámonos sucintamente en lo atinente a la novación no prevista como tal en la normación jurídica civil sustantiva, por lo que sin duda alguna entra en contradicción con la Ley de Procedimiento vigente al preverla.
Tradicionalmente se ha entendido por novación la extinción de una obligación mediante la creación de otra nueva destinada a sustituirla o reemplazarla.

La razón de ser de su construcción jurídica la encontramos, ante todo, en su origen histórico. En el Derecho Romano el vínculo derivado de la obligatio tenía carácter estrictamente personal. No podía transferirse a otro acreedor o ser asumida por otro deudor. Por tanto, se exigía la concurrencia de varios requisitos para que la novación clásica funcionara: obligación anterior, obligación nueva creada para reemplazarla, y aliquid novum, esto es, una diferencia entre ambas.

Ya en el Derecho Romano justinianeo se transforma esencialmente, pues todo se hace depender del animus novandi de las partes, o sea, de la voluntad de quienes lleven a cabo la novación.

Posteriormente, con la despersonalización del vínculo se acentúa su crisis y llega a admitirse que el cambio de sujeto pueda realizarse sin extinguir la obligación anterior (cesión de créditos y asunción de deudas), entendiéndose que se está ante una modificación y no ante una extinción. Lo que resulta mucho más ventajoso. Esta posición es la seguida por nuestro Código Civil que no dedica precepto alguno a la figura de la novación, sino a la cesión de créditos y a la asunción de deudas en su artículo 256 y siguientes.

En la doctrina no sólo se alude a esta novación extintiva, también llamada novación propia, sino que asimismo se considera que existe una novación impropia o modificativa.

Este tipo de novación supone también una obligación preexistente que funcionará como causa al acuerdo de voluntades o contrato modificativo que en este caso va dirigido a modificarla.

Determinar si la voluntad de las partes iba encaminada a modificar o extinguir es tarea hermenéutica en todo caso. El legislador español estableció una presunción a favor de la intención de modificar, operación más ventajosa para el acreedor en el artículo 1204 del Código Civil español, posición que ha sido confirmada por la jurisprudencia.

Se advierte entonces que la novación como institución jurídica no posee respaldo jurídico civil sustantivo, constituyendo una figura doctrinal con poca incidencia práctica, además de que es otro ejemplo del espíritu netamente civil de la legislación adjetiva por cuanto en materia económica no es muy dable a que opere la misma en el mundo interempresarial, máxime cuando se trate de entidades estatales donde la cesión de los créditos provoca – sin embargo en las sociedades mercantiles privadas si existe en el caso por ejemplo de las liquidaciones -,  en otras entidades estatales pudieran existir alteraciones y variaciones desde el punto de vista contable que dificultarían en todo caso su aplicabilidad, siendo un atisbo y rezago heredado desde la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1886. 

Reconoce el numeral 5 del artículo 495 LPCALE a la prescripción;  la que constituye ciertamente excepción perentoria que se manifestará en contestación a la demanda en el proceso, por lo que tras la realización del acto de diligencias previas a la vía ejecutiva el ejecutante cuenta con el término de un año para interponer la demanda ejecutiva, según la Instrucción 172 de 28 de marzo del 2003, la cual alega en su Por Cuanto SEGUNDO: En los Casos en que, de conformidad con lo establecido en el apartado que precede, se practiquen las diligencias previas como mero trámite judicial, los resultados de éstas, confirmando o no el reconocimiento de la firma o la confesión de la deuda, se harán constar mediante auto numerado, con el cual se dará por concluida la actuación judicial solicitada, sin que sea pertinente conceder plazo alguno a la parte actora para presentar la demanda del proceso ejecutivo, lo que se entenderá facultado para hacer, en base al título reconocido, dentro de los términos de prescripción establecidos en el ordenamiento civil común. Reconociendo el  artículo 116 del Código Civil como término de prescripción el de 1 año. No obstante a que el artículo 950 CC, plantea que el término de prescripción para las letras de cambios protestadas o no protestadas es de 3 años, lo que es realmente así cuando no se ha interpuesto acción alguna. Todo nos lleva a concluir que al presentarse la misma fuera de este término se le franquea a la ejecutada la posibilidad legal de hacer uso de esta excepción.

El numeral 6 del artículo 495 LPCALE aduce a la plus petición, la que no provocaría en puridad la extinción de la obligación contraída sino que la misma se encamina a reducir el importe solicitado por la promovente en demasía, poseyendo la ejecutada la carga de la prueba en este sentido debiendo acreditar, por ejemplo, haber realizado pago parcial alguno a esta.
El numeral 7 se dedica a la falta de legitimación activa o pasiva. Esta excepción ha tenido su incidencia en la actividad de la sala de la especialidad fundamentalmente en el hecho de que se alega por la ejecutada que no se suscribió el documento privado por la persona facultada para ello, respecto a lo cual el Tribunal Supremo Popular
  ha esgrimido criterios de que cualquier funcionario de la entidad es responsable de sus actos, sin especificar a quienes le da la categoría de funcionarios para estas  funciones,  pero sin embargo en la actualidad a través de la practica jurisdiccional esta propia sala  ha esbozado que dichos funcionarios deberán estar  autorizados expresamente  por la figura de su representante legal  ( el director de la entidad), criterio este corroborado por el Presidente de la Sala  de  la máxima instancia judicial y a lo que como hemos expresado anteriormente reiteramos que nos afiliamos, ya que esta especialización y profesionalidad al otorgarle mediante resolución si no fuera el director a un directivo, le da seguridad a las partes en sus relaciones monetarias mercantiles y mucha más transparencia al proceso dentro de nuestras salas.

El numeral 8 refleja la falta de competencia, debiéndose tener presente lo establecido en el artículo del Decreto-Ley No.223: “De la jurisdicción y competencia de los Tribunales Populares”.

Por otra parte y finalmente:

Refirámonos al artículo 498 LPCALE, con motivo del cual la sentencia de remate dictada en este proceso no posee fuerza de cosa juzgada material, sino formal, quedándole a las partes expedita la vía del proceso de conocimiento ordinario sobre el mismo tópico.

No obstante, y aunque sin fundamento legal antes de la promulgación del Decreto Ley 241 del año 2006, se han presentado revisiones de procesos ejecutivos las que en su momento recibieron su correspondiente impulso para ante el Tribunal Supremo Popular siguiendo la letra del artículo 113 del derogado Decreto 89.

Desde el año 2006 y hasta el presente no se ha producido nuevas solicitudes de revisiones, lo que nos indica que se ha ido ganando en conocimiento de los que preceptúa el artículo 498 de la vigente LPCALE, para una vez resulto el proceso ejecutivo promover proceso Ordinario.

La única causa de inadmisión de la revisión resulta su interposición extemporánea donde se rechazaría mediante auto, presentando este artículo 113 del derogado Decreto 89, una redacción ambigua que no permite esclarecer si se rechaza por el tribunal ad quem o el ad quo, entendiendo el Tribunal Supremo Popular que corresponde a ellos su inadmisión debiendo impulsárseles por el conducto reglamentario ya se hayan presentado en el término de ley o no. Así, el máximo órgano de justicia
 generalmente, y hasta donde hemos podido conocer, rechaza mediante auto la solicitud de revisión en proceso ejecutivo exponiendo en sus CONSIDERANDOS que no se tipifican ninguno de los supuestos del artículo 111 del Decreto 89, además de hacer alusión a la letra del artículo 498 LPCALE.

Tras la panorámica realizada en torno a la normación adjetiva esencial que informa al proceso ejecutivo queda exponer que este proceso presenta matices diferenciadores de la jurisdicción civil, tal se ha venido ilustrando, que no aconsejan la copia al carbón para su aplicabilidad en materia económica.

La franca diferenciación del trámite de diligencias previas y demanda ejecutiva – por imperativo de la Instrucción No. 172 -, con el cual estamos contestes, ha traído aparejado ventajas desde el punto de vista del trabajo de las salas de la especialidad, mas no se puede negar que provoca afectaciones a la economía y patrimonio nacional al procederse en doble radicación y doble tramitación con los correlativos gastos en modelaje necesario, que por demás son elaborados por la propia sala al no recibirse del Tribunal Supremo Popular, sumado a esto la explosión de radicación
 que posee este proceso, nada comparable con lo que ocurre en las salas civiles, siendo este proceso el que lleva el peso de la radicación de la sala en comparación con la incidencia del proceso ordinario, en los años 2003, y  2004. Somos del criterio que el proceso ejecutivo pudiera introducirse una opción  para la especialidad y dejar a la voluntad de la parte de presentar Demanda con la solicitud de diligencia previa ó tener la posibilidad de presentar solamente la diligencia previa con el término establecido, como nos remite la Instrucción 172 del CG del TSP.
Tras la implementación y puesta en vigor de la mentada Instrucción 172, se ha constatado una  disminución en la radicación, enmascarando la diligencia previa como un mero trámite, y sin embargo no es así, ya que a pesar de que se le ha denominado Diligencias de un trámite, la propia Instrucción de obliga a que lo radiques y le des cierto carácter de expediente, porque además es radicado en un libro lo que conlleva toda la ritualidad de una actuación que no es simple y lleva trámites que definen una deuda en muchas ocasiones millonaria, y que cuando no se presenta el representante legal citado, ó se suspende porque el mismo alega causas impeditivas para comparecer, debiendo volver a efectuar acciones en este caso una nueva diligencia de citación dilatando el tramite y aumentando el número de acciones a practicar.

Además, el diligenciamiento con ayuda de las únicas 4 secretarias de la actividad jurisdiccional que se ocupan de toda la tramitación,  provoca no pocos inconvenientes al encontrarse casi la totalidad de las entidades en la periferia de la ciudad, acudiéndose en ocasiones a la vía telefónica en evitación de la dilación innecesaria de los actos previstos en el término de ley y en beneficio de la resolución de la sala, de igual modo que al acudirse al auxilio judicial no resulta fácil que se cumplimente este en el término legal, ni se citen a las partes con no menos de tres días de antelación (art. 487 LPCALE), por lo que para cumplir tales postulados la sala precisa de esfuerzos indecibles., aliviado en algo por los recursos informáticos que en algunos tribunales tributan a la agilidad y en otros casos se entorpece si no es eficiente del servicio.
La Sala de lo Económico del Tribunal Provincial Popular de Camagüey ha realizado un análisis en algunas de sus reuniones técnicas tras los más de 3 años de aplicabilidad efectiva de la Instrucción 183 y que comentaremos a continuación:
Mediante Decreto Ley No. 223 de 21 agosto del 2001, “De la Jurisdicción y Competencia de las Salas de lo Económico”, se dispuso el conocimiento por las expresadas Salas de Justicia de los procesos ejecutivos que se promovieran por los sujetos de la contratación económica, de conformidad y con sujeción a lo establecido en el Libro Tercero de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, sin que resultara de aplicación por las referidas Salas la restante preceptiva del propio ordenamiento procesal.

En la práctica jurisdiccional, las Salas de lo Económico han venido enfrentando las limitaciones resultantes de la aplicación parcial de la expresada Ley de Procedimiento en el ámbito de las relaciones ínter empresariales, en particular en lo referente a la práctica de las diligencias previas a que se contrae el articulo 486 incisos 2) y 3) del referido texto legal.

Mediante el novedoso Decreto Ley No. 241 de 26 de octubre del 2006 se dispuso la modificación de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, incorporando a esta el Procedimiento de lo Económico, disponiéndose a la vez la derogación de los Decretos Ley Nos. 129 de 1991 “De la Extinción del Sistema de Arbitraje Estatal” y 223 de 2001 “De la Jurisdicción y Competencia de las Salas de lo Económico”, así como del Decreto No. 89 de 1981 “Reglas de Procedimiento de Arbitraje Estatal” de aplicación por las expresadas Salas de lo Económico, pasando estas a regirse, íntegramente, por la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico, como paso a ser designada.
La expresada modificación legislativa a la vez que posibilita una aplicación más coherente y sistemática de la citada Ley de Procedimiento por las Salas de lo Económico, hace posible y necesario fijar determinados criterios orientados a garantizar una aplicación uniforme de dicha preceptiva en la práctica de las diligencias previas en la preparación de la acción ejecutiva.

Todos estos fundamentos fueron argumentados para que el Consejo de que le Gobierno del Tribunal Supremo Popular acuerda aprobar la INSTRUCCIÓN  No. 183, en tal sentido procedemos a reflejar la experiencia que en la práctica jurídica de la sala significan cada uno de sus apartados:
Las solicitudes de diligencias previas, de conformidad con lo establecido en el artículo 754 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico (LPCALE), y en concordancia con lo dispuesto en el artículo 66 del propio texto legal, requieren de representación o dirección letrada. Esto significa que el abogado es el único facultado para la presentación del trámite de Diligencias Previas., sin duda alguna esto ha representado más calidad en el trámite.
En el supuesto de quedar preparada la acción y presentar la parte actora la ulterior demanda ejecutiva de conformidad con lo preceptuado en el artículo 492 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico, no le será necesario a ésta satisfacer de nuevo dicho requisito formal, debiendo el tribunal actuante, en cualquier caso, traer a vista y unir a cuerda floja el correspondiente expediente de diligencia previa. En este supuesto le permite a la parte promovente a solicitar en el trámite de diligencias previas la medida cautelar en defecto del pago inmediato, suprimiendo que el tribunal a quo por la omisión en la demanda ejecutiva de tal solicitud le ponga un defecto formal a la demanda, ya que en todos los casos se unen las diligencias previas a la demanda ejecutiva. Este precepto ha sido a nuestro modo de ver una aplicación del principio de concentración.
Tratándose de trámite preparatorio del proceso ejecutivo, basta que quien represente a la parte actora ostente un poder general, conforme lo autoriza el artículo 72 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico, sin que se requieran de las facultades especiales a que se refiere el propio precepto legal. 

No obstante, para que dicho apoderamiento pueda tener ulterior validez y eficacia en proceso ejecutivo, es obligado que el mismo contemple, de manera expresa las mencionadas facultades, lo que en su defecto deberá ser objeto de la correspondiente subsanación, sin lo cual no podrá darse curso a dicho proceso.

Este apartado es claro y ofrece facultades al poder general exonerando de los requisitos que el propio artículo refleja., quiere decir que se le da supremacía al poder general.

De observarse defecto formal en el modo de proponer, que impida la admisión a trámite del escrito de solicitud, no estando establecidos requisitos formales o de contenido del mismo, el tribunal deberá limitar su actuación a proveer sobre su subsanación conforme a los términos a que se contrae el artículo 225, párrafo tercero, en relación con el artículo 233, inciso 2), ambos de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico.  En este caso no se ha confrontado dificultad ya que las partes siempre y hasta el presente ha acreditado su capacidad.

Cuando, con vistas a preparar una acción ejecutiva contra una persona jurídica, se requieran diligencias que recaigan en personas diferentes, pertenecientes ambas a la misma entidad, el tribunal actuante solo podrá acoger y admitir a trámite la que recaiga en quien ostente su representación, con sujeción a las previsiones contenidas en el artículo 64 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico, debiendo proveer, a su vez, sobre la ineficacia de la diligencia solicitada que en tal virtud proceda desestimar.

Asimismo, cuando, con vistas a preparar una acción ejecutiva contra una persona jurídica, se requieran diligencias que recaigan en una misma persona natural perteneciente a dicha entidad, el tribunal actuante solo podrá acoger y admitir éstas cuando las mismas se hagan recaer en quien ostente la representación de la misma, con sujeción a las previsiones contenidas en el artículo 64 de la Ley, debiendo resolver, en su defecto, sobre la ineficacia de la diligencias solicitadas de recaer estas en persona natural distinta a la que ostente dicha representación. Este apartado es claro y no se ha confrontado dificultades al respecto en la sala  ya que siempre se han admitido los trámites quedando clara la representación.

La citación de la persona cuya firma se pretende reconocer o cuya confesión se requiere, debe ser notificada a la parte promovente, como si se tratara de proceso ordinario, de conformidad con lo establecido al efecto, con carácter general, en el artículo 158 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico, pudiendo hacerse, en defecto de concurrir la parte interesada a notificarse, mediante el estado diario a que se refieren los artículos 161 y 162 del propio texto legal. Este aspecto ha sido interiorizado por los presentantes de las Diligencias Previas ya que estos deben mantenerse en contacto con la Sala a los efectos de conocer el día del señalamiento de estas vistas.
Estando la citación dirigida únicamente a la parte contra la cual se pretende dejar preparada la acción ejecutiva, es ésta quien únicamente viene obligada a comparecer, y a quien se apercibe de forma expresa de los perjuicios que comporta su incomparecencia, careciendo de todo efecto la circunstancia de que la parte promovente concurra o no al acto que se convoca, en tanto se trata de un acto dirigido a obtener una declaración de una sola de las partes, sin que tenga carácter contencioso. Este apartado es claro, sin embargo, en ocasiones cuando hemos tenido procesos que se han citado, trasmitiendo el auxilio judicial para la citación por la vía telefónica, los tribunales han citado y han omitido la advertencia lo que sin duda alguna retrasa las acciones de las diligencias.
De tratarse de documentos privados en los que pretende hacerse soportar la existencia de la deuda, el tribunal debe estarse a lo establecido al efecto en el artículo 282 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico, y exigir los originales de estos, salvo que, por su características u origen estén incorporados a un archivo o protocolo, en cuyo caso podrá ser admitida copia certificada de los mismos, conforme autoriza el propio precepto legal. La sala no ha tenido dificultad en este aspecto y siempre hemos contado con el original de los documentos y con las certificaciones con arreglo a lo normado al respecto.
Ningún documento suscrito por persona distinta al representante legal de la entidad ó persona expresamente facultada para ello por el mismo, puede obligar a aquella, en cuya virtud, solo podrá ser elevado a título ejecutivo aquel documento privado que, contentivo de un reconocimiento expreso de la deuda y el consiguiente mandato de pago, se encuentre suscrito por quien ostente a tal fin la facultad de obligar, lo que deberá probar al tribunal.
La ineficacia del documento privado suscrito por persona diferente deberá ser apreciada de oficio por el tribunal actuante al momento de considerar la solicitud. La inadmisibilidad de dicho documento por carecer de la necesaria fuerza vinculante, no le priva del valor probatorio que retiene al objeto de acreditar, en proceso ordinario ulterior, los hechos a que se contraiga el mismo. En este apartado a pesar de estar claro, hemos tenido algunos asuntos que se han declarado inadmisibles porque nos han presentado actas de conciliación por persona distinta al representante legal, es decir, el económico. 
En los casos en que del documento privado cuya firma pretende reconocerse, conste un aplazamiento de la fecha de vencimiento de la deuda originalmente prevista, ésta podrá reputarse igualmente vencida de haber transcurrido el nuevo plazo otorgado para el pago de la misma, sin que este caso sea menester producir para ello un nuevo documento de reconocimiento ó constancia de dicho vencimiento. En este apartado la Sala en  ocasiones cuando se han presentado sin fecha de vencimiento, lo que a nuestro juicio merece el mismo tratamiento de inadmisibilidad., mediante auto fundado.

Aún cuando se trate de documentos privados carentes de toda actualidad, ello no debe ser apreciado de oficio por el tribunal por no tratarse de un término de caducidad, quedando reservada a la parte llamada a su reconocimiento la carga de alegar, en su caso, la prescripción de su obligación de pago.

El reconocimiento de una firma o la confesión de la existencia de una deuda, no impiden apreciar la prescripción de la obligación de pago a que puedan estar referidos el primero o la segunda. En estos dos supuestos son merecidos en la forma que se regulan no obstante no hemos conocido de personas jurídicas que hubieren comparecido a la sala a realizar estas alegaciones con el envejecimiento de la deuda.
En cualquier caso las diligencias previas, ya estén referidas al reconocimiento de una firma o a la confesión de la deuda, deben practicarse en sede judicial constituido el tribunal que deba resolver sobre la eficacia de la actuación que se pretende, debiendo hacerlo en composición atendiendo al monto de la deuda con sujeción a los límites fijado en el artículo 39 inciso d) del Reglamento de la Ley 82 de los Tribunales Populares. Este aspecto siempre ha sido respetado por la sala en razón de la cuantía.
El auto que se dicte declarando preparada la acción ejecutiva o denegando ésta, poniendo fin al proceso, debe ser numerado a los efectos a que se refiere el artículo 157 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico.
Su notificación, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 158 en relación con el 161, ambos de la propia ley, debe tener lugar en sede judicial pudiendo llevarse a efecto mediante el estado de diario, en caso de que la parte interesada no concurra a notificarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 159. Este apartado ha sido respetado en la praxis judicial de la sala y no se ha confrontado dificultades ya que cuando las partes en especial la actora no comparece a notificarse se le notifica por el estado diario de la tablilla de la sede del tribunal.
Contra las providencias y autos que se dicten en trámites de diligencia previa procederá el recurso de súplica a que se refiere el artículo 615 de la Ley de Procedimiento Civil, Administrativo, Laboral y Económico, sin que ello de paso a recurso ulterior alguno en materia de lo económico, como claramente resulta de lo preceptuado en los artículos 790 y siguientes de la propia Ley. Este aspecto novedoso y que ofrece garantías procesales a las partes solamente se ha conocido de su aplicación en la sala por un caso en razón de la cuantía, la que se había reflejado con error. 
Conclusiones
La investigación realizada para la consecución y desarrollo del tema que nos ocupa, ha permitido arribar a las conclusiones que siguen:

1. La normación jurídica del proceso ejecutivo data de la promulgación de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1885, transitando por la Ley de Procedimiento Civil y Administrativo de 1974, hasta la actual y vigente Ley de Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral de 1977, manteniendo desde entonces una regulación casi inmutable sin cambios sustanciales en su contenido procedimental.

2. La promulgación del Decreto-Ley No. 223 del 2001: “De la Jurisdicción y Competencia de las Salas de lo Económico de los Tribunales Populares”, provocó la inserción del proceso ejecutivo en materia económica, siendo de aplicación la misma normativa establecida y concebida para la jurisdicción civil.

3. La Instrucción No. 172 del 2003, emitida por el Tribunal Supremo Popular esclareció la diferenciación  del trámite de diligencias previas al ejercicio de la correspondiente acción y la posterior interposición de la demanda ejecutiva, coadyuvando al mejor desenvolvimiento del trabajo a realizar por las salas de la especialidad, mas provocando en cierta medida afectaciones al patrimonio o la economía nacional, dada las implicaciones de doble tramitación que la misma trae aparejada, unido ello a la elevadísima radicación que este proceso posee.

4. Tipifican al proceso ejecutivo en materia económica rasgos distintivos concretos que dan al traste con la aplicación exacta de las estipulaciones previstas para su homólogo de la jurisdicción civil; precisándose, consecuentemente, la realización de adecuaciones o modificaciones normativas conducentes al logro de su cometido.

5. El proceso ejecutivo – como no alcanzaría realizar ningún trámite judicial -, no erradicará la gran cadena de impagos y la indisciplina financiera existente en nuestro país, lo que requiere una mayor concientización y aúno de voluntades de los directivos y ejecutivos de las entidades con todos los factores políticos y sociales, incluyéndose, lógicamente, a los trabajadores en general, en aras de un mejor y verdadero control y manejo eficiente de los recursos financieros y monetarios que dichas entidades poseen, los que son, en definitiva, patrimonio del Estado cubano y, en última instancia, y por derivación y mandato  constitucional, de todo el pueblo.

6. La aminoración de la indisciplina financiera y la cadena de impagos interempresariales precisa de esfuerzos mancomunados y del trabajo conjunto del órgano jurisdiccional, el Banco Central de Cuba y los distintos ministerios, en tanto el primero carece de facultad o fuerza coactiva suficientes, conforme a derecho, para hacer cumplir imperativamente sus fallos en materia de impagos.

Recomendaciones
1. Que se modifique la normativa jurídica del proceso ejecutivo prevista en la Ley Rituaria civil, en aras de su mejor aplicabilidad a la materia económica dado los rasgos distintivos tipificadores y diferenciadores de ambas.

2. Que se dicte una Instrucción por el consejo de gobierno del Tribunal Supremo Popular, hasta tanto se modifique y se incluya en la LPCALE, donde se indique bajo que requisitos se considerará, las actas conciliatorias y simples confesiones para ser aceptadas por la Sala de la especialidad. (como debe decir la citación judicial para estos casos, como se anexan proyecto de instrucción y de citación para aprobar con el CG del TSP)
3. Que se modifique la LPCALE y se incluya la posibilidad de presentar la demanda ejecutiva con solicitud de diligencias previas en un solo acto y que se deje la posibilidad de presentar la diligencia previa independiente como se hace a tenor de la Instrucción 172 del CG TSP, con la posibilidad de radicar independientemente esta última opción (la diligencias previas), (se anexa proyecto-formato de ambos libros a los efectos de aprobarse por el CG del TSP).

4. Que se realice un Acuerdo Conjunto: Tribunal Supremo Popular, Banco Central de Cuba y los ministerios, que posibilite la armonización de todas las fuerzas, propiciándose de conjunto la paliación de la gran cadena de impagos y la indisciplina financiera existente en nuestro país.

5. Que sea utilizado como fuente bibliográfica de los alumnos y profesores de la escuela judicial del Tribunal Supremo Popular, en el Departamento de Divulgación Judicial del mencionado Tribunal. Asimismo en la facultad de derecho de la Universidad de Camagüey.
6. Que se analicen los resultados en el Grupo de Perfeccionamiento Empresarial en la Provincia, con el objetivo de promover el conocimiento  y dominio de la actividad  y repercusión del proceso  por parte del empresariado cubano.

7. Que se imparta un curso o seminarios en coordinación con  la cámara de comercio de la provincia, para ampliar el conocimiento y repercusión del proceso entre los empresarios y funcionarios que necesariamente intervienen en la retroalimentación monetaria- mercantil.
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